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Capítulo cuarto

CONCUBINATO Y OTRAS FORMAS 
DE UNIONES FAMILIARES

I. El concubinato

1. Reflexiones iniciales

José Lorite Mena,245 en un profundo cuestionamiento 
antropológico de las sociedades, sus estructuras e ins-
tituciones relacionadas con la familia, señaló que existe 
una “variabilidad diacrónica y sincrónica” en la que se 
presentan una serie de asociaciones intersexuales llama-
das “familia”. De ahí que este concepto no sea unívoco 
—como he afirmado a lo largo de toda esta obra—, pues 
se trata de procesos en los que interactúan múltiples fac-
tores, se delimitan los deseos y expectativas de las pa-
rejas y se confiere un significado concreto a la realidad 
biopsicosocial que resulta de esa asociación a la que me 
he referido en los capítulos anteriores: el matrimonio.

Este autor cita a Levi-Strauss, quien, a su vez, expuso 
que desde Heródoto lo más que se había dicho es que la 
familia conyugal, aquella que se basa en una relación 
institucionalizada entre un hombre y una mujer, “es 
muy frecuente” y “siempre que parece estar ausente se 
trata en general de sociedades muy evolucionadas, y no, 
como se podría esperar, de las más rudimentarias y de 
las más simples”.246

245		  Lorite Mena, José, op. cit., pp. 186 y ss.
246		  Ibidem, p. 186.
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En otras palabras, parece que la institucionalización 
de la sexualidad de hombres y mujeres obedece a socie-
dades de tipo primitivo, en donde el control tanto de la 
sexualidad como de la procreación se ejerce a través de 
las disposiciones de quien detenta el poder, y no de la 
confianza entre personas adultas.247 No es extraño que 
hasta hace relativamente poco tiempo las ciencias so-
ciales presentaran un modelo de familia con caracterís-
ticas, estructuras y funciones muy similares en todo el 
mundo eurocentrista —incluyendo el continente ameri-
cano—, desconociendo y excluyendo de la atención del 
Estado a muchos tipos de asociaciones intersexuales 
existentes desde los albores de la humanidad; es decir, 
todas las que no fueron formalizadas como matrimonio, 
empezando por el concubinato, que fue satanizado con 
el sinónimo de amasiato, siguiendo con las instituciones 
creadas para reconocer las uniones entre personas sin 
la intervención del Estado, como sucedió con el concu-
binato y más lentamente con la admisión legal de las 
uniones entre personas del mismo sexo, hasta su equi-
paración con el matrimonio.

En México, poco a poco, algunas de estas otras fi-
guras de unión sexual que dan origen a la familia em-
pezaron a tener aceptación social y en la instituciona-
lización vía legislativa o de la intervención de la SCJN; 
por tanto, a la obligación del propio Estado a darles la 
protección correspondiente. Es el caso del concubinato, 
de la sociedad en convivencia o del matrimonio y con-
cubinato entre personas del mismo sexo. El primero es 
definido como la unión libre de un hombre y una mu-
jer, ambos solteros, que no está formalizada a través del 
matrimonio y cuya naturaleza jurídica es la de un hecho 
con consecuencias jurídicas. La segunda se trata de un 

247		  Esta es la lógica presentada por Federico Engels (op. cit.).
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“un acto jurídico bilateral que se constituye, cuando dos 
personas físicas de diferente o del mismo sexo, mayores 
de edad y con capacidad jurídica plena, establecen un 
hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda 
mutua”.248

Al inicio de la vida independiente de nuestro país y la 
construcción de su sistema jurídico, sólo el matrimonio 
fue reconocido como institución creadora de familia. El 
concubinato no fue definido como una de las institucio-
nes o hechos jurídicos constitutivos de la familia; desde 
luego, no se pensaba siquiera en la posible existencia de 
uniones entre personas del mismo sexo.

En cambio, el concubinato tuvo efectos jurídicos, 
por ejemplo, al considerarlo como una causal de divor-
cio, muy particular, desde mi punto de vista, dado que 
era una de las razones por las que procedía el “adulterio 
del marido”. Es un desequilibro inequitativo entre los 
cónyuges difícil de explicar bajo los parámetros actuales 
en materia de igualdad entre mujeres y hombres, pero 
muy representativo desde el análisis del significado de 
la propia institución del matrimonio y del poder que el 
hombre tenía en esta relación. El artículo 242 del Códi-
go Civil del Distrito Federal y del Territorio de la Baja 
California de 1870, cuyo decreto de promulgación fue 
firmado por Benito Juárez, determinaba que:

El adulterio del marido es causa de divorcio solamente 
cuando en él concurre alguna de las circunstancias si-
guientes:

1a.	 Que el adulterio del marido haya sido cometido en 
la casa común:

2a.	 Que haya habido concubinato entre los adúlteros, 
dentro o fuera de la casa conyugal:

248		  Artículo 2o. de la Ley de Sociedad de Convivencia para el Dis-
trito Federal.
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3a.	 Que haya habido escándalo o insulto público hecho 
por el marido a la mujer legítima:

4a.	 Que la adúltera haya maltratado de palabra o de 
obra, o que por su causa se haya maltratado de al-
guno de esos modos a la mujer legítima.

Esta salvedad para la causal de divorcio por adul-
terio es similar en el ordenamiento civil de 1884, salvo 
que se especifica que el adulterio de la mujer es siempre 
causa de divorcio; del marido, sólo lo es si concurren 
las circunstancias ya mencionadas en el ordenamiento 
de 1870. En el Siglo XX, en el informe de la comisión 
redactora del Código Civil para el Distrito y Territorios 
Federales de 1928, leemos las razones por las cuales se 
consideró oportuno legislar sobre el concubinato:

Hay entre nosotros, sobre todo en las clases populares, 
una manera peculiar de formar la familia: el concubina-
to. Hasta ahora se habían quedado al margen de la ley 
los que en tal estado vivían; pero el legislador no debe 
cerrar los ojos para no darle cuenta de un modo de ser 
muy generalizado en algunas clases sociales, y por eso 
en el proyecto se reconoce que produce algunos efectos 
jurídicos el concubinato, ya en bien de los hijos, ya en 
favor de la concubina, que al mismo tiempo es madre, y 
que ha vivido por mucho tiempo con el jefe de la familia.

Esta declaración refleja un pensamiento elitista y 
judeocristiano. Al mismo tiempo que deja de incluir al 
concubinato como una forma particular de adulterio, 
remite a las clases populares uniones no sancionadas por 
la estructura del Estado, aunque la historia da cuenta de 
otras como el concubinato en toda la escala social. Esta 
ha establecido una asociación intersexual o comunidad 
íntima de vida entre un hombre y una mujer, libre de 
sanción del Estado. Es el legislador del México posrevo-
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lucionario el que reconoce la existencia del concubinato 
y le da efectos jurídicos, pese a que en ese inicio se cir-
cunscribían a la protección de la concubina en caso de 
sucesión intestamentaria. Así lo marcó el artículo 1635 
del código de 1928:

La mujer con quien el autor de la herencia vivió como 
si fuere su marido durante los cinco años que precedie-
ron inmediatamente a su muerte o con la que tuvo hijos, 
siempre que ambos hayan permanecido libres de matri-
monio durante el concubinato, tiene derecho a heredar...

Las circunstancias a que se refirió el legislador de 
1928 son desventajosas para la concubina, en compara-
ción con la mujer casada, ya que, si el concubino249 no 
dejaba descendientes hasta el cuarto grado en línea co-
lateral, la mitad de los bienes de la herencia pasaba a la 
beneficencia pública, cuando la cónyuge viuda, en estas 
mismas circunstancias, heredaba todos los bienes.

Lo mismo observamos en el artículo 1373 de este 
mismo ordenamiento civil, que define las reglas para ga-
rantizar los alimentos en caso de testamento inoficioso: 
la cónyuge supérstite se encuentra ubicada en primer 
lugar; en segundo, los ascendientes, y en tercero, la con-
cubina. Desde luego, si hay cónyuge, la mujer que vivió 
maritalmente con el autor de la sucesión no es más que 

249		  El término que la Real Academia Española utiliza —y autori-
za— para el varón unido en concubinato es el de concubinario, pero 
en esta obra utilizo concubino, pues es más digno para la mujer que 
se une en esta relación, dado que el sufijo ario implica “quien hace uso 
de algo”; por ejemplo: arrendatario o usufructuario. Por consiguien-
te, concubinario es aquel que hace uso de la concubina, connotación 
con la que mi forma de pensar no encuentra compatibilidad. Además, 
en la actualidad puede haber dos varones unidos en concubinato. En-
tonces, ¿cuál de ellos se denomina concubinario y cuál concubino? 
Para las mujeres no parece haber duda: ambas son concubinas, pues 
no existe el vocablo concubinaria.



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES396

una amante, adúltera, por decirlo de manera suave, y 
no tiene derecho a nada, aunque hubiere tenido hijos o 
hijas con el de autor de la herencia.

Poco a poco, fueron modificándose los ordenamien-
tos civiles de la República acerca de esta unión extrama-
trimonial, siempre, con distinciones degradantes para 
las mujeres, como el uso de concubinario para el hombre 
y concubina para la mujer, que, como ya expuse, implica 
una situación de uso como arrendador/arrendatario.

2. El concubinato en la actualidad

En el Código Civil Federal (CCF) en vigor, el concu-
binato tampoco se reglamenta como una institución de 
derecho de familia ni se le define. Sólo se reconocen los 
efectos jurídicos que se derivan: alimentos (artículo 302), 
derechos sucesorios (artículo 1635), la posibilidad de in-
vestigar la paternidad de los hijos e hijas habidos entre 
el concubino y la concubina (artículos 382 a 383). En 
materia laboral, la Ley Federal del Trabajo da a la concu-
bina el derecho a recibir la indemnización por la muerte 
del trabajador por riesgo profesional (artículo 501), y la 
Ley del Seguro Social le otorga pensión en los casos de 
muerte del asegurado por riesgo profesional, accidente o 
enfermedad no profesional, y pensiones de viudez cuan-
do el concubino ha fallecido y disfrutado de pensión de 
invalidez, vejez o cesantía (artículos 73 y 152).

De igual modo, estas tres normas carecen de defini-
ción del concubinato. El CCF sólo fija los requisitos para 
que la unión de hecho entre un hombre y una mujer pro-
duzca los efectos del concubinato: a) que las personas 
que estén unidas bajo esta figura permanezcan libres 
de matrimonio durante el tiempo que dure la relación; 
b) que dicha relación exista durante los cinco años in-
mediatos anteriores a la muerte de uno de ellos, a menos 
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que haya habido hijos entre el concubino y la concubi-
na, y c) que la concubina y el concubino no tengan otra 
relación de esta naturaleza (artículo 1635).

A partir del año 2000, el Código Civil para el Distrito 
Federal (hoy Ciudad de México) otorga al concubinato 
más efectos que los acercan a los que tiene el matrimo-
nio. Un ejemplo es la posibilidad que existan actas del 
registro civil (artículos 35, fracción VI y 291 bis). Ade-
más, se especifica que esta institución genera relaciones 
familiares en las mismas condiciones que la del matri-
monio (artículo 138 Quintus). En la medida en que se ha 
reconocido que personas del mismo sexo tienen derecho 
a contraer nupcias y formar una familia, en esta entidad 
federativa debe entenderse que la unión en concubinato 
de dos hombres o dos mujeres genera los mismos efec-
tos que el que se da entre hombre y mujer.

Por otro lado, en el CCF esta figura tiene repercu-
siones en las relaciones paternofiliales. Permite que se 
investigue la paternidad del hijo o hija que “haya sido 
concebido durante el tiempo en que la madre habitaba 
bajo el mismo techo con el pretendido padre, viviendo 
maritalmente” (artículo 382, fracción III), expresión que 
define al concubinato, y establece una presunción de fi-
liación para los hijos e hijas nacidos dentro del concu-
binato, similar a aquella que existe respecto de aquellos 
nacidos de matrimonio (artículo 383).

Se observa que en las disposiciones de protección a 
hijas e hijos para determinar la filiación no se alude al 
tiempo que dura la relación, sólo se toma como elemen-
to sustantivo el que el hombre y la mujer vivan marital-
mente; esto es, que ambos sean solteros y que la unión 
sea continuada. Con esto se distingue el concubinato del 
amasiato, entendido este último como la relación sexual 
discontinua entre dos personas que no pueden contraer 
matrimonio.
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Hasta 1983, estos fueron los efectos del concubina-
to dentro del derecho civil mexicano. Sin embargo, en 
ese año, el artículo 302 del CCF se reformó para incluir 
en el elenco de obligados a darse alimentos a los con-
cubinos, considerándolos como si fueran cónyuges, 
si es que satisfacen los requisitos contenidos en el ar- 
tículo 1635. Este numeral también fue modificado para 
reconocer que los derechos sucesorios son recíprocos 
entre concubina y concubino y para equiparar esta re-
lación con el matrimonio, en el sentido de que quien 
sobreviva, cuando acude sólo a la sucesión, hereda to-
dos los bienes.

Desde mi punto de vista, con estas reformas se ad-
mite que la relación afectivo-sexual entre una mujer y 
un hombre tiene efectos jurídicos, con independencia 
de que estén o no unidos en matrimonio, y, por tanto, 
son equiparables. De esta manera, el actual CCF acepta 
la obligación alimentaria en el concubinato, sus efectos 
en la filiación y la posibilidad de que la pareja unida en 
concubinato adopte, entre otras cuestiones, pese a que 
no cuentan con un capítulo específico para definir la re-
lación.

La evolución de esta relación intersexual se observa 
en el ordenamiento federal y se refleja en los 32 orde-
namientos locales, aunque no todos con la misma aper-
tura. La revisión del concubinato y sus efectos en estos 
ordenamientos es un poco caótica y, si colocamos en 
este punto sus variables, sería repetitiva en otras institu-
ciones de derecho familiar. Por ello, considero más ade-
cuado concentrar la atención en las definiciones legales 
de esta unión que genera derechos y obligaciones en un 
núcleo familiar. Veamos cómo:
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Entidad 
federativa Definición del concubinato

Código Civil 
Federal

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Aguascalientes 
(CC)

a. 136. Se entiende por familia a todo grupo de 
personas que habitan una misma casa, que se en-
cuentren unidos por el vínculo del matrimonio o 
concubinato o lazos de parentesco consanguíneo 
o civil, y que por la ley o voluntariamente tengan 
unidad en la administración del hogar.
a. 313 Bis. El concubinato es la unión entre un 
hombre y una mujer250 libres de matrimonio, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traerlo, hagan vida en común como si estuvieren 
casados de manera pública y permanente por un 
periodo mínimo de dos años.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se 
considerará como concubinato. Quien haya ac-
tuado de buena fe podrá demandar del otro, una 
indemnización por daños y perjuicios.

Baja California 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Baja California 
Sur (CC)

a. 330. El concubinato es la unión entre dos per-
sonas libres, de impedimentos de parentesco y 
ligamen matrimonial, con el propósito tácito de 
integrar una familia, en donde ambos se procu-
ran respeto, igualdad y ayuda mutua, mediante 
la cohabitación doméstica y sexual.

250		  El 2 de abril de 2019, el Pleno de la SCJN, en el resolutivo 
séptimo de la sentencia dictada al resolver la acción de inconstitu-
cionalidad 40/2018, declaró la invalidez por extensión de la porción 
normativa de este artículo indicada con mayúsculas, la cual surtió 
efectos el 3 de abril de 2019.
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a. 331. Para que exista jurídicamente el concu-
binato, es necesario que la manifestación de vo-
luntad se prolongue de manera pública y perma-
nente:
I. Durante cinco años ininterrumpidos;
II. Durante dos años si la unión se produjo por 
medio de rito indígena o religioso de carácter pú-
blico, o
III. Desde el nacimiento del primer hijo, si esto 
ocurre antes de los plazos anteriores;
a. 334. Si el concubinato se prolonga hasta la 
muerte de uno de sus miembros, el concubino 
supérstite tendrá derecho a heredar en la misma 
proporción y condiciones de un cónyuge.
a. 338. Los derechos y obligaciones derivados 
del concubinato, sólo podrán reclamarse judi-
cialmente cuando se hayan cumplido los plazos 
o las condiciones a que se refiere el artículo 331 
de este Código.
a. 339. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común, por par-
te de uno de los concubinos, si la separación se 
prolonga por más de seis meses sin voluntad de 
reconciliación. Durante este plazo, el concubina-
to sigue produciendo sus efectos, y
III. Por muerte de alguno de los concubinos.
IV. Porque se dé en forma unilateral por termi-
nada la relación, mediante aviso judicial en los 
términos de los dispuestos por el Código de Pro-
cedimientos Civiles para la jurisdicción volun-
taria.
a. 340. La disolución del concubinato faculta a 
los concubinos a reclamarse mutuamente ali-
mentos, en los términos establecidos en el capí-
tulo correspondiente de este Código. Atendiendo 
a las circunstancias del caso, el Juez competente 
tendrá facultades para fijar el tiempo en que de-
ban otorgarse y el monto de los mismos, conside-
rando que la concubina o concubino, no tengan 
bienes o estén imposibilitados para trabajar. Esta 
acción deberá ejercerse dentro de los seis meses 
siguientes a la ruptura del concubinato.
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Campeche 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Ciudad de México 
(CC)

a. 35. En el Distrito Federal estará a cargo de las 
y los Jueces del Registro Civil autorizar los actos 
del estado civil de las y los mexicanos y extranje-
ros en el Distrito Federal, al realizarse el hecho 
o el acto de que se trate, y extender las actas re-
lativas a:
I. a V.
…
VI. Concubinato
VII. a IX.
…
a. 138 Quintus. Las relaciones jurídicas familia-
res generadoras de deberes, derechos y obliga-
ciones surgen entre las personas vinculadas por 
lazos de matrimonio, parentesco o concubinato.
a. 291 Bis. Las concubinas y los concubinarios 
tienen derechos y obligaciones recíprocos, siem-
pre que sin impedimentos legales para contraer 
matrimonio, hayan vivido en común en forma 
constante y permanente por un periodo mínimo 
de dos años que precedan inmediatamente a la 
generación de derechos y obligaciones a los que 
alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
Los Jueces del Registro Civil podrán recibir de-
claraciones con relación a existencia o cesación 
de concubinato, existencia o cesación de coha-
bitación y otros hechos relativos a relaciones de 
pareja que no constituyan modificaciones al esta-
do civil, y que las personas deseen hacer constar, 
ante el referido Juez del Registro Civil.
Los Jueces del Registro Civil harán constar por 
escrito y en los formatos que al efecto se aprue-
ben, las declaraciones emitidas por las personas 
que acudan a formular las mismas. Estos forma-



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES402

tos serán conservados por la Dirección General 
del Registro Civil, y se podrán expedir constan-
cias de las mismas, las cuales sólo acreditan el 
hecho de la comparecencia y de haber emitido 
las declaraciones en ella contenidas. Las cons-
tancias emitidas por la Dirección General del Re-
gistro Civil en los términos del presente artículo 
no constituyen modificación del estado civil de 
las personas, circunstancia que se asentará en 
los formatos respectivos.
En caso de que, mediante las declaraciones se 
pretenda hacer constar actos que pudieran cons-
tituir un ilícito o una modificación al estado civil 
de las personas, el Juez del Registro Civil podrá 
negar el servicio, fundando y motivando su ne-
gativa.
a. 291 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
a. 291 Quáter. El concubinato genera entre los 
concubinos derechos alimentarios y sucesorios, 
independientemente de los demás derechos y 
obligaciones reconocidos en este código o en 
otras leyes.
a. 291 Quintus. Al cesar la convivencia, la concu-
bina o el concubinario que carezca de ingresos 
o bienes suficientes para su sostenimiento, tiene 
derecho a una pensión alimenticia por un tiem-
po igual al que haya durado el concubinato. No 
podrá reclamar alimentos quien haya demostra-
do ingratitud, o viva en concubinato o contraiga 
matrimonio.
El derecho que otorga este artículo podrá ejerci-
tarse solo durante el año siguiente a la cesación 
del concubinato.

Chiapas 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Chihuahua 
(CC)

a. 20. La familia, como institución que permite 
y fomenta la convivencia de sus miembros a tra-
vés de la permanencia y estabilidad de las rela-
ciones de las personas que la integran en razón 
del matrimonio, concubinato o parentesco, es la 
base del orden social, por lo que el Estado garan-
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tiza su protección, constitución y autoridad 
como fundamento primordial de la sociedad, 
considerándose de orden público. Para ello, el 
Gobierno del Estado promoverá la organización 
social y económica de la familia sustentada en 
los vínculos antes mencionados.

Coahuila 
(LF)

a. 33. El estado civil de una persona es la situa-
ción jurídica concreta que ésta guarda en relación 
a su familia y la sociedad.
Las personas pueden tener alguno de los siguien-
tes estados civiles:
I. Soltero o soltera: Por no estar ligado o ligada 
por vínculo matrimonial.
II. Casado o casada: Por haber contraído matri-
monio.
III. Concubino o concubina: Quien satisfaga los 
requisitos del artículo 248 de esta ley.
IV. Compañero o compañera civil: Quienes cele-
bren pacto civil de solidaridad.
a. 248. Los concubinos tienen derechos y obliga-
ciones recíprocos siempre que, sin impedimen-
tos legales para contraer matrimonio, hayan vi-
vido en común en forma constante y permanente 
por un periodo mínimo de tres años que prece-
dan inmediatamente a la generación de derechos 
y obligaciones a los que alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan una hija o hijo en común.
Si una misma persona establece varias uniones 
del tipo antes descrito, ninguna se reputará con-
cubinato. Quien haya actuado de buena fe podrá 
demandar del otro una indemnización por daño 
moral.
a. 249. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.

Colima 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Durango 
(CC)

a. 286-1. El concubinato es la unión de un solo 
hombre y una sola mujer, libres de impedimentos 
de parentesco y ligamen [sic] matrimonial, con
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con el propósito tácito o expreso de integrar una 
familia a través de la cohabitación doméstica y 
sexual, el respeto y la protección recíproca, así 
como la perpetuación de la especie.
Para que exista concubinato jurídicamente es 
necesario que la unión entre el concubino y la 
concubina cumpla con los fines a que se refiere 
el párrafo anterior y que esta unión se prolongue 
por un periodo mínimo de tres años, de manera 
pública y permanente.
Existe el concubinato cuando, atendiendo los fi-
nes del mismo, procreen una hija o hijo, aún y 
cuando no se cumpla con el periodo de tiempo 
señalado en el párrafo anterior.
Si con una misma persona se establece varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato.

Estado de México 
(CC)

a. 4.1. Las disposiciones de este Código que se 
refieran a la familia, son de orden público e inte-
rés social y tienen por objeto proteger su organi-
zación y el desarrollo integral de sus miembros, 
basados en el respeto a su dignidad, libertad y la 
equidad de género.
Las relaciones jurídicas familiares constituyen el 
conjunto de deberes, derechos y obligaciones de 
las personas integrantes del grupo familiar, deri-
vado de lazos de matrimonio, concubinato o pa-
rentesco.
Es deber de los miembros de la familia observar 
entre ellos consideración, solidaridad y respeto 
recíprocos en el desarrollo de las relaciones fa-
miliares.
a. 4.397. Para los efectos del presente título se 
entiende por:
I…
II. Grupo familiar: Conjunto de personas vincu-
ladas por relaciones de: intimidad, mutua consi-
deración y apoyo, parentesco, filiación o convi-
vencia fraterna; o bien, tengan alguna relación 
conyugal o de concubinato;
III. y IV…
a. 4.403. Se considera concubinato la relación de 
hecho que tienen dos personas, que sin estar ca-
sadas y sin impedimentos legales para contraer
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matrimonio, viven juntas, haciendo una vida en 
común por un periodo mínimo de un año; no 
se requerirá para la existencia del concubina-
to el periodo antes señalado, cuando reunidos 
los demás requisitos, tengan hijos o hijas en co-
mún.
a. 4.404. Las personas en concubinato tienen los 
derechos y obligaciones alimentarias, de fami-
lia, hereditarios y de protección contra la violen-
cia familiar reconocidos en el presente Código y 
en otras disposiciones legales, así como los esta-
blecidos para los cónyuges, en todo aquello que 
les sea aplicable, sobre todo los dirigidos a la 
protección de las mujeres de las hijas y los hijos.

Guanajuato 
(CC)

Este ordenamiento no tiene definición legal de 
concubinato ni el señalamiento que esta unión 
forma familia.

Guerrero 
(CC)

a. 374. El Estado reconoce en la familia el grupo 
primario fundamental, sustento de la sociedad, 
en el que la persona humana encuentra los sa-
tisfactores afectivos y materiales para cubrir sus 
necesidades básicas.
Es el grupo social permanente y estable formado 
por un conjunto de personas unidas entre sí, ya 
sea por el matrimonio, el concubinato o el paren-
tesco, en cualquiera de sus formas.
a. 494 Bis. El concubinato es la unión de hecho 
entre dos personas, que estando en aptitud de 
contraer matrimonio entre sí, no lo han celebra-
do en los términos que la ley señala y hacen vida 
en común de manera notoria y permanente, si-
tuación que sólo podrá demostrarse si han pro-
creado, educado juntas hijas e hijos o han vivido 
públicamente como pareja durante más de dos 
años.
Artículo 494 Bis 1. Los concubinarios tendrán 
los derechos y obligaciones que se especifican en 
este Código.
En lo referente a los derechos y obligaciones de 
los concubinarios, es aplicable lo relativo al ma-
trimonio.
Los hijos nacidos de una relación de concubina-
to tendrán los mismos derechos y obligaciones 
como si lo fueran de matrimonio.
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Hidalgo 
(LF)

a. 2o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio o 
por el concubinato; por el parentesco de consan-
guinidad, adopción o afinidad y se reconoce a la 
familia como el fundamento primordial de la so-
ciedad y del Estado.
a. 143. El concubinato es la unión de dos perso-
nas mayores de edad libres de matrimonio, que 
durante más de tres años de manera pública y 
constante hacen o hicieron vida en común como 
si estuvieren casados.
Será aplicable al concubinato lo dispuesto en el 
artículo 19 de este ordenamiento.
a. 146. El concubinato termina:
I. Por voluntad expresa de los concubinos;
II. Por muerte de alguno de los concubinos;
III. Por unirse los concubinos en matrimonio en-
tre ellos mismos o con persona distinta;
IV. Por abandono de un concubino a otro, y
V. Por disolución conforme a las reglas del divor-
cio cuando con anterioridad haya estado inscrito 
o haya sido declarado judicialmente.
a. 147. El concubinato declarado judicialmente 
tendrá los siguientes efectos:
I. Obtener una compensación en términos de lo 
dispuesto en el Artículo 476 Bis de [sic] Código 
de Procedimientos Familiares para el Estado de 
Hidalgo.
II. A heredar conforme a las disposiciones conte-
nidas en el Código Civil.
III. Son propios de cada concubino los bienes, 
que cada uno hubiere adquirido, antes y durante 
la vigencia del concubinato declarado judicial-
mente.

Jalisco 
(CC)

a. 778. El patrimonio de familia puede ser cons-
tituido por cualesquiera de los miembros de ésta, 
entendiéndose por familia para los efectos de 
este capítulo a todo grupo de personas que ha-
bitan una misma casa, se encuentren unidos por 
vínculo de matrimonio o concubinato o lazos de 
parentesco consanguíneo y que por la ley o vo-
luntariamente, tengan unidad en la administra-
ción del hogar.
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Para los efectos de este artículo, se entiende por 
concubinato el estado por el cual un hombre y 
una mujer solteros viven como si fueran cónyu-
ges, durante tres años o más. Se considera tam-
bién concubinato cuando hubieren procreado 
entre sí algún hijo.
Se considerará que existe el concubinato, siem-
pre y cuando la pareja se haya establecido en un 
mismo domicilio, a partir de ese momento no se 
den separaciones físicas por un tiempo mayor de 
seis meses y hayan transcurrido los plazos del 
párrafo anterior.

Michoacán 
(CF)

a. 1o. La familia es una institución social, perma-
nente, compuesta por un conjunto de personas 
unidas por el vínculo jurídico del matrimonio, de 
la sociedad de convivencia o por el estado jurídi-
co del concubinato; por el parentesco por con-
sanguinidad, adopción o afinidad.
a. 7o. Las relaciones jurídicas familiares genera-
doras de deberes, derechos y obligaciones surgen 
entre las personas vinculadas por lazos de matri-
monio, de sociedad de convivencia, parentesco, 
concubinato o adopción.
a. 307. Concubinato es la unión de dos personas, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traer matrimonio, el cual se genera cuando:
I. Hayan vivido en común, en forma constante 
y permanente por un periodo mínimo de dos 
años; o,
II. Hayan concebido un hijo en común.
a. 309. Si una misma persona establece varias 
uniones del tipo antes descrito, ninguna se repu-
tará concubinato.
En este caso, quien haya actuado de buena fe, 
podrá demandar del otro una indemnización por 
daños y perjuicios.
a. 310. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
a. 311. El concubinato genera entre quienes lo 
conforman, derechos alimentarios y sucesorios, 
independientemente de los demás derechos y 
obligaciones reconocidos en este Código o en 
otras leyes.
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a. 312. Al cesar la convivencia, quien carezca 
de ingresos o bienes suficientes para su sosteni-
miento, tiene derecho a una pensión alimenticia 
por un tiempo igual al que haya durado el concu-
binato, el cual cesará si establece otra relación de 
esta especie o bien una relación consensuada con 
distinta persona, contrae matrimonio o procrea 
un hijo de forma voluntaria.
El derecho que otorga este artículo podrá ejerci-
tarse solo durante el año siguiente a la cesación 
del concubinato.
a. 313. El concubinato termina:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por muerte de la concubina o el concubino, y
III. Por dejar de reunirse los requisitos legalmen-
te previstos para su existencia.
a. 315. Para los efectos del artículo anterior, se 
entiende por integrante de la familia, a la per-
sona que se encuentre o haya estado unida a 
otra por matrimonio, concubinato, relación de 
hecho, o por parentesco consanguíneo, en línea 
recta ascendente o descendente sin limitación de 
grado, colateral hasta el cuarto grado, así como 
por parentesco civil o de afinidad.

Morelos 
(CF)

a. 22. La familia Morelense es una agrupación 
natural que tiene su fundamento en una rela-
ción, estable entre dos personas y su plena rea-
lización en la filiación libre, consciente, respon-
sable e informada, aceptada y dirigida por la 
pareja, unidas por el vínculo del parentesco, del 
matrimonio o del concubinato, a la que se le re-
conoce personalidad jurídica.
a. 65. Concubinato. Es la unión de hecho de dos 
personas, ambas libres de matrimonio y sin im-
pedimento para contraerlo, que viven de forma 
constante y permanente, generando derechos y 
obligaciones al procrear hijos o manteniendo la 
convivencia.
Para acreditar el concubinato, el Juez deberá to-
mar en consideración que los concubinos han 
vivido en el mismo domicilio, de manera ininte-
rrumpida durante dos años o han cohabitado y 
procreado un hijo o más en común.
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Nayarit 
(CC)

a. 136. El concubinato es la unión de hecho entre 
dos personas, que realizan en forma continua, pú-
blica e ininterrumpida una vida en común de ma-
nera notoria y permanente, sin que medie vínculo 
matrimonial entre sí, o con terceras personas.
a. 137. El concubinato solo podrá acreditarse si 
la relación ha sido además de pública, a título de 
cónyuges por más de dos años en forma conti-
nua, con o sin la procreación de hijos.
a. 138. Los concubinos tienen obligación recí-
proca de otorgarse alimentos, durante el térmi-
no que subsista su unión, sujetándose a lo que 
establece la ley para los alimentos entre cón-
yuges.

Nuevo León 
(CC)

a. 291 Bis. El concubinato es la unión de dos per-
sonas, que durante más de dos años hacen vida 
marital sin estar unidos en matrimonio entre sí, 
siempre que no tengan impedimentos legales 
para contraerlo.
a. 291 Bis 1. Los concubinos, durante su unión, 
tienen derechos y obligaciones en forma recí-
proca, alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás reconocidos por este Código 
o por otras leyes.
No es necesario que transcurran los dos años 
que menciona este Código para que se generen 
dichos derechos y obligaciones cuando, reunidos 
los demás requisitos, tengan una hija o hijo en 
común.
a. 291 Bis 2. Los derechos y obligaciones deri-
vadas del concubinato, sólo podrán reclamarse 
judicialmente cuando se hayan cumplido los pla-
zos o las condiciones a que se refieren los artícu-
los precedentes.

Oaxaca 
(CF)

a. 2o. El objeto del derecho familiar es:
I. Proteger la organización y desarrollo de la fa-
milia, elemento fundamental de la sociedad;
II. Tutelar el respeto a la dignidad de las perso-
nas integrantes de la familia y;
III. Delimitar las relaciones de matrimonio, pa-
rentesco, filiación y concubinato.
a. 6o...
El Estado procurará, por todos los medios que 
estén a su alcance, que las personas que vivan en
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concubinato contraigan matrimonio. Para la 
realización de este fin, que es de orden público, 
se efectuarán campañas periódicas de convenci-
miento.
a. 7o. El concubinato es la unión de hecho, rea-
lizada voluntariamente entre dos personas libres 
de vínculo matrimonial, que han vivido pública-
mente como cónyuges durante dos años o más o 
que, en su caso, han procreado uno o más hijos.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 8o. Regirán al concubinato todos los derechos 
y obligaciones inherentes a la familia y al matri-
monio, en lo que le fueren aplicables.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás derechos y obligaciones re-
conocidos en este código o en otras leyes.
a. 9o. Son aplicables al concubinato las siguien-
tes disposiciones:
I. Los concubinos, desde el inicio de la vida en 
común, se deben mutuamente alimentos en los 
mismos casos, términos y proporciones que la 
Ley señala para los cónyuges, mientras perdure 
su unión;
II. El concubinato termina por muerte de uno de 
los concubinos, por voluntad de uno o ambos, o 
por cualquier otra causa que implique la cesa-
ción de la vida en común;
III. Los concubinos están obligados a ayudarse 
de manera equitativa en el cuidado y la educa-
ción de sus menores hijos.
IV. Una vez cesado el concubinato, el concubino 
o concubina que durante la relación haya reali-
zado cotidianamente trabajos del hogar consis-
tentes en tareas de administración, dirección, 
atención del mismo o al cuidado de la familia, 
tendrá derecho a una compensación respecto de 
los bienes adquiridos durante la relación de con-
cubinato, la cual no podrá ser superior ni infe-
rior al cincuenta por ciento del valor de los bie-
nes adquiridos dentro de la vida en común, y
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V. Una vez cesado el concubinato, el concubino o 
concubina que durante el concubinato haya rea-
lizado cotidianamente trabajos del hogar con-
sistentes en tareas de administración, dirección, 
atención del mismo o al cuidado de la familia, 
tendrá derecho a recibir alimentos en los mismos 
términos y proporciones que la Ley señala para 
los cónyuges, obligación que subsistirá por el 
tiempo que duró la relación de concubinato y en 
tanto el acreedor o acreedora no contraiga nup-
cias o se una en concubinato con otra persona.

Puebla 
(CC)

a. 297. El concubinato es la unión voluntaria 
y de hecho entre dos personas, que estando en 
aptitud de contraer matrimonio entre sí, no lo 
han celebrado en los términos que la Ley seña-
la, haciendo vida en común de manera notoria y 
permanente, situación que podrá demostrarse si 
tienen hijas o hijos en común, o si han cohabita-
do públicamente como cónyuges durante más de 
dos años continuos.
a. 298. Son aplicables al concubinato las siguien-
tes disposiciones:
I. Los concubinos se deben mutuamente alimen-
tos, en los mismos casos, términos y proporcio-
nes que la Ley señala para los cónyuges, mien-
tras perdure su unión;
II. El concubinato termina por muerte de uno de 
los concubinos, por voluntad de uno o de ambos, 
o por cualquier otra causa que implique la cesa-
ción de la vida en común;
III. La terminación del concubinato o cesación 
de la vida en común, no origina derecho a recla-
mación alguna entre los concubinos, y
IV. Los concubinos están obligados a coadyuvar 
de manera equitativa en el cuidado y la educa-
ción de sus menores hijos, así como en el man-
tenimiento del hogar, sin importar si realizan 
actividades diferentes al cuidado del hogar y si 
obtienen un sueldo o ganancias con motivo de 
las mismas.

Querétaro 
(CC)

a. 273. El concubinato es la unión entre dos per-
sonas, libres de matrimonio, con el propósito de 
integrar una familia y realizar una comunidad 
de vida con igualdad de derechos y obligaciones.



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES412

Se presume su existencia, cuando los concubinos 
vivieron juntos durante tres años o si antes de ese 
lapso de tiempo procrearon hijos en común.
Los bienes adquiridos durante el concubinato, se 
regirán por las reglas relativas a la comunidad 
de bienes.
a. 274. Los concubinarios tendrán los derechos 
y obligaciones que se especifican en este Código.
En lo referente a los derechos y obligaciones de 
los concubinarios, son aplicables las disposicio-
nes previstas para el matrimonio.

Quintana Roo 
(CC)

a. 602 bis. La familia es una institución social, 
permanente, compuesta por un conjunto de per-
sonas unidas entre sí a partir del vínculo jurídico 
del matrimonio o por el estado jurídico del con-
cubinato; por el parentesco de consanguinidad y 
afinidad, o por una relación de hecho, donde sus 
miembros gocen de una autonomía e indepen-
dencia personal.
a. 825 Bis. El concubinato es la unión de dos per-
sonas con derechos y obligaciones recíprocos, 
siempre que sin impedimentos legales para con-
traer matrimonio, han vivido en común en forma 
constante y permanente por un periodo mínimo 
de dos años que precedan inmediatamente a la 
generación de derechos y obligaciones a los que 
alude este Capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan un hijo en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 825 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes a la familia, en lo 
que le fueren aplicables.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, independiente-
mente de los demás derechos y obligaciones re-
conocidos en este código o en otras leyes.

San Luis Potosí 
(CF)

a. 105. El concubinato es la unión de hecho entre 
dos personas, libres de impedimentos de paren-



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 413

tesco entre sí y vínculo matrimonial, a través de 
la cohabitación doméstica, la unión sexual, el 
respeto y protección recíproca, con el propósito 
tácito de integrar una familia con o sin descen-
dencia.
Si una misma persona establece varias uniones 
del tipo antes descrito, en ninguna se reputará 
concubinato.
a. 106. Para que exista jurídicamente el concu-
binato, es necesario que la manifestación de vo-
luntad se prolongue de manera pública y perma-
nente:
I. Durante tres años ininterrumpidos;
II. Durante dos años si la unión se produjo por 
medio de rito indígena o religioso de carácter pú-
blico, o
III. Desde el nacimiento de la primer hija o hijo, 
si esto ocurre antes de los plazos anteriores.
a. 112. El concubinato se termina por las siguien-
tes causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los concubinos, si la separación es in-
justificada y se prolonga por más de tres meses 
sin ánimo de reconciliación. Durante este plazo 
el concubinato sigue produciendo sus efectos, y
III. Por muerte de la concubina o el concubinario.
a. 113. La disolución del concubinato faculta a 
la concubina y al concubinario a reclamarse mu-
tuamente alimentos.
Atendiendo a las circunstancias del caso, la auto-
ridad judicial competente tendrá facultades para 
fijar el tiempo en que deban otorgarse y el monto 
de los mismos, considerando que la concubina o 
el concubinario no tengan bienes, o no estén en 
aptitud de trabajar.
En los casos de disolución del concubinato, la 
concubina o el concubinario, tendrá derecho 
a los alimentos, mientras no contraiga nuevas 
nupcias; no establezca nueva relación de concu-
binato; o esté imposibilitado para trabajar. La úl-
tima imposibilidad referida se entiende como un 
obstáculo insuperable.
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Sinaloa 
(CF)

a. 41. El Estado promoverá y facilitará el matri-
monio o la inscripción del concubinato de las 
parejas que realicen vida en común siempre que 
cubran los requisitos legales.
a. 165. El concubinato es la unión de dos per-
sonas, quienes sin impedimentos legales para 
contraer matrimonio, hacen vida en común de 
manera notoria y permanente durante dos años 
continuos o más.
El concubinato genera entre los concubinos de-
rechos alimentarios y sucesorios, con indepen-
dencia de los demás reconocidos en este Código 
o en otras leyes.
No se considerará concubinato, cuando haya 
varias uniones de este tipo, con una misma per-
sona.
a. 166. Además de lo señalado en el artículo 167, 
para que nazca jurídicamente el concubinato, es 
necesario que la unión se prolongue de mane-
ra exclusiva, pública y permanente durante dos 
años ininterrumpidos, o desde el nacimiento del 
primer descendiente, si esto ocurre antes de que 
transcurra el plazo anterior.
a. 167. Transcurrido el plazo o las condiciones 
previstas para tal efecto, podrá solicitarse que el 
concubinato se inscriba en la oficialía del Regis-
tro Civil del domicilio de los concubinos.
a. 168. La inscripción se solicitará por ambos 
concubinos, registrándose sus generales y datos 
familiares, la fecha en que se inició la relación 
concubinaria o nació el primer descendiente, a 
fin de que se les expida el acta respectiva. La cual 
señalará expresamente que tiene efectos de ma-
trimonio y que surte sus consecuencias jurídicas.
a. 169. El concubinato registrado o no, produce 
los mismos derechos y obligaciones personales y 
patrimoniales del matrimonio, desde el momen-
to en que se cumplió el término legal o desde el 
nacimiento del hijo, tanto en favor de los concu-
binos como de sus descendientes.
a. 173. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que sus miem-
bros acordarán conjuntamente todo lo relativo a 
educación y atención de los descendientes, do-
micilio, trabajo y administración de los bienes.
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a. 178. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por matrimonio;
III. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los concubinos, siempre que se pro-
longue por más de un año. Durante este plazo 
el concubinato seguirá produciendo sus efectos 
para el abandonado, y
IV. Por muerte de alguno de los concubinos.

Sonora 
(CF)

a. 2o. La familia es el elemento natural y funda-
mental de la sociedad constituida por la unión 
matrimonial o concubinaria de dos personas y 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado. También existe por vínculos de paren-
tesco en los tipos, líneas y grados que reconoce 
la ley.
a. 3o. Las funciones de la familia, por lo que toca 
al vínculo conyugal, concubinario o fraternal, es 
garantizar la cohabitación, el respeto y la protec-
ción recíproca entre los miembros de la pareja.
a. 9o. Los estados familiares derivados del ma-
trimonio, el concubinato, el parentesco o las ins-
tituciones afines, sólo pueden constituirse me-
diante los hechos o actos previstos por esta ley, al 
igual que su disolución o modificación.
a. 191. El concubinato es la unión voluntaria de 
dos personas, libres de impedimentos matrimo-
niales por vínculo no disuelto o por parentesco, 
con el propósito tácito de integrar una familia, el 
respeto recíproco y la mutua protección.
a. 192. Para que nazca jurídicamente el concubi-
nato, es necesario que la cohabitación se prolon-
gue de manera exclusiva y permanente:
I. Durante tres años ininterrumpidos, o
II. Desde el nacimiento del primer hijo, si esto 
ocurre antes de que transcurra el plazo anterior.
a. 197. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que sus miem-
bros acordarán conjuntamente todo lo relativo a 
educación y atención de los hijos, domicilio, tra-
bajo y administración de los bienes.
a. 201. Los derechos y obligaciones derivados del 
concubinato, sólo podrán reclamarse judicial- 
mente cuando se hayan cumplido los plazos o la
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condición a que se refiere el artículo 192 de este 
Código.
a. 202. El concubinato termina por la muerte, la 
separación voluntaria de cualquiera de los con-
cubinos o el matrimonio de cualquiera de éstos 
con persona diversa al concubinario.

Tabasco 
(CC)

a. 153...
Habrá concubinato cuando dos personas, sin im-
pedimento para contraer matrimonio vivan jun-
tos públicamente como pareja durante un año, o 
menos si hubiere hijos.
a. 256 Bis. La relación del concubinato termina 
por las siguientes causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común más de 
seis meses, por parte de uno de los concubinos;
III. Por muerte de alguno de los concubinos, y
IV. A voluntad de cualquiera de los concubinos, 
mediante aviso judicial.

Tamaulipas 
(CC)

a. 267 Bis. El concubinato es la relación de hecho 
que se genera entre dos personas que, sin tener 
ningún vínculo matrimonial y siendo mayores de 
edad, han tenido descendencia o han emprendi-
do un proyecto de vida en común fundado en la 
afectividad, el consentimiento y la solidaridad li-
bremente aceptada con la finalidad de convivir 
de forma estable.

Tlaxcala 
(CC)

a. 42...
El Estado procurará, por todos los medios que 
estén a su alcance, que las personas que vivan 
en concubinato contraigan matrimonio. Para la 
realización de este fin estatal, que es de orden pú-
blico, se efectuarán campañas periódicas de con-
vencimiento en las que colaborarán funcionarios 
y maestros del Estado.
Hay concubinato cuando dos personas solteras 
se unen, sin estar casados, para vivir bajo un mis-
mo techo, como si lo estuvieren. Salvo disposi-
ción de la ley en otro sentido, cuando este Códi-
go hable de concubina o concubino, se entenderá 
que se refiere a las personas que viven en las con-
diciones supuestas en este párrafo.
a. 478. El concubinato del menor produce la 
emancipación. Si la vida en común cesa por más
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de sesenta días el menor recaerá en la patria po-
testad.
a. Bis. Si la vida en común del menor de edad 
cesa por más de sesenta días, y ha engendrado 
o procreado hijos, recaerá en la patria potestad, 
pero tendrá la libre disposición del producto de 
su trabajo.

Veracruz 
(CC)

a. 139. El concubinato es la unión de hecho en-
tre dos personas, sin que exista un contrato entre 
ellos, ambos se encuentren libres de matrimonio, 
que deciden compartir la vida para apoyarse mu-
tuamente.
a. 139 Bis. Los concubinos tienen derechos y 
obligaciones recíprocos, siempre que, hayan vi-
vido en común en forma constante y permanente 
por un periodo mínimo de tres años, que prece-
dan inmediatamente a la generación de derechos 
y obligaciones a los que alude este capítulo.
No es necesario el transcurso del periodo men-
cionado cuando, reunidos los demás requisitos, 
tengan hijas o hijos en común.
Si con una misma persona se establecen varias 
uniones del tipo antes descrito, en ninguna se re-
putará concubinato. Quien haya actuado de bue-
na fe podrá demandar del otro, una indemniza-
ción por daños y perjuicios.
a. 139 Ter. Regirán al concubinato todos los dere-
chos y obligaciones inherentes al matrimonio, en 
lo que le fueren aplicables.
a. 139 Quater. El concubinato genera derechos 
alimentarios y sucesorios, independientemente 
de los demás derechos y obligaciones reconoci-
dos en este Código o en otras leyes.
a. 139 Quinquies. Al cesar la convivencia, quien 
se encuentre en desequilibrio económico, ten-
drá derecho a una pensión compensatoria. Esta 
prestación durará hasta que este desequilibrio se 
haya resarcido.
No podrá reclamar alimentos quien haya demos-
trado ingratitud.

Yucatán 
(CF)

a. 201. El concubinato es la unión de dos perso-
nas quienes, libres de matrimonio, hacen vida en 
común de manera notoria, permanente, hayan o 
no procreado hijos o hijas o han vivido pública-
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mente como cónyuges durante dos años conti-
nuos o más.
a. 202. Para que nazca jurídicamente el concubi-
nato, es necesario que la cohabitación se prolon-
gue de manera exclusiva, pública y permanente, 
de conformidad con el artículo anterior.
a. 203. Las funciones del concubinato son igua-
les a las del matrimonio, por lo que la pareja 
debe acordar conjuntamente todo lo relativo a la 
educación y atención de los hijos o hijas, a su do-
micilio y a la administración de los bienes.
a. 204. Si una misma persona hace vida en co-
mún de manera notoria y permanente con varias 
personas, independientemente de la duración de 
estas uniones y de que haya descendencia en las 
mismas, no se nace jurídicamente, en ningún 
caso, el concubinato.
Lo anterior, sin perjuicio de que se reconozcan a 
los hijos o hijas de esas uniones.
a. 206. El concubinato termina por las siguientes 
causas:
I. Por acuerdo mutuo entre las partes;
II. Por abandono del domicilio común por parte 
de uno de los miembros del concubinato, siem-
pre que se prolongue por más de seis meses. Du-
rante este plazo el concubinato sigue producien-
do sus efectos para la persona abandonada, y
III. Por muerte de la concubina o del concubi-
nario.

Zacatecas 
(CF)

a. 3o. La familia es una institución político-so-
cial, permanente, constituida por un conjunto de 
personas, unidas por el vínculo del parentesco, 
del matrimonio o del concubinato, a la que se le 
reconoce personalidad jurídica.
a. 5o. El Estado promoverá la organización social 
y económica de la familia, mediante el vínculo del 
matrimonio, o del concubinato, al que se recono-
ce como institución del derecho familiar.
a. 241. El concubinato es un matrimonio de he-
cho, es la unión entre dos personas libres de ma-
trimonio y sin los impedimentos que la Ley se-
ñala para celebrarlo, que, de manera pública y 
permanente, hacen vida en común, como si estu-
vieran casados, si tal unión perdura durante más 
de dos años o procrearen hijos.
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a. 242. El concubinato producirá, respecto de los 
hijos habidos en esta unión, los siguientes efectos:
I. Llevar los apellidos del padre y de la madre;
II. El derecho a alimentos;
III. El derecho a heredar en los términos señala-
dos en el Código Civil;
IV. En general los mismos derechos y obligacio-
nes que tienen los hijos del matrimonio.
a. 243. La ruptura del concubinato, cesación de 
la vida en común, origina entre los concubinos 
derechos y obligaciones alimentarios y suceso-
rios, independientemente de los demás recono-
cidos en este Código. Al terminar la convivencia, 
la concubina o el concubino que carezca de in-
gresos o bienes suficientes para su sostenimien-
to, tienen derecho a una pensión alimenticia por 
un tiempo igual al que haya durado el concu-
binato, siempre que no contraiga matrimonio o 
viva en nuevo concubinato.
Cuando los concubinos decidan terminar la con-
vivencia y formalizar por la vía judicial los térmi-
nos de la separación, podrán acudir a la instan-
cia de mediación del Poder Judicial del Estado 
para convenirlos.
El derecho a reclamar alimentos es imprescrip-
tible.
a. 244. La concubina no tiene derecho a usar el 
apellido del concubino, aun cuando los hijos lle-
ven el apellido de ambos.

II. La sociedad en convivencia

1. Reflexiones iniciales251

La sociedad en convivencia es una figura relativamente 
nueva en el panorama jurídico nacional e internacional, 

251		  Retomo y actualizo algunas de mis reflexiones sobre este tema, 
publicadas en Pérez Duarte y Noroña, Alicia Elena, “Las sociedades 
de convivencia en Campeche. Reconocimiento de la diversidad o dis-
criminación”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, 
año LIII, núm. 159, septiembre-diciembre de 2020, pp. 1117-1137, 
disponible en: https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-
comparado/article/view/15801.
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también conocida en otros países como “pacto civil de 
solidaridad” o “pacto común de solidaridad”. Surge en 
la última década del siglo pasado como el primer acer-
camiento a la aceptación de las relaciones familiares 
formadas a partir de una pareja de personas del mismo 
sexo. En nuestro país, las primeras normas sobre la ma-
teria datan de la primera década de este siglo. En Europa 
se legisló una década antes, siendo Francia el primer país 
en debatir y legislar.

En España, en donde se rechazaron las uniones de 
hecho o concubinato hasta finales del siglo XX, surgió 
un debate que pareció abrir las puertas al reconoci-
miento jurídico de las parejas formadas por dos per-
sonas del mismo sexo; sin embargo, la literatura dis-
ponible —poca, por cierto, y lo sigue siendo— parece 
indicar que estas “uniones de hecho” se refieren a una 
pareja de un hombre y una mujer.

En todo caso, este primer paso para permitir las 
uniones de hecho o legales entre persona del mismo sexo 
no tuvo mucho eco en el mundo jurídico. México no fue 
la excepción, pues los grupos que las impulsaron avan-
zaron más rápido que las propias leyes y llegaron hasta 
la aprobación de los matrimonios, calificados, original-
mente, como igualitarios. Ciudad de México, Coahuila, 
Campeche y Michoacán son ejemplo de la escasa legisla-
ción en la materia. Estas entidades coinciden en definir a 
estos enlaces como un acuerdo o contrato celebrado por 
dos personas mayores de edad, del mismo o diferente 
sexo, con el objeto de organizar una vida común.

La Ley de Sociedad de Convivencia para la Ciudad 
de México252 explica que se trata de una sociedad vo-

252		  La Ley de Sociedad de Convivencia para el Distrito Federal fue 
publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 16 de noviembre 
de 2006 y entró en vigor el 17 de marzo de 2007. Por decreto, la ley 
se abroga y se expide la Ley de Sociedad de Convivencia de la Ciudad 
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luntaria que se constituye en exclusiva entre dos per-
sonas mayores de edad, con plena capacidad jurídica, 
que pueden ser de diferente o del mismo sexo, con el 
objeto de establecer un “hogar común, con voluntad de 
permanencia y ayuda mutua” (artículo 2o.). Están im-
pedidas quienes se encuentren unidas en matrimonio o 
concubinato, quienes mantenga vigente otra sociedad 
de convivencia y los parientes consanguíneos en línea 
recta, sin límite de grado, o en línea colateral hasta el 
cuarto grado (artículo 4). Sus postulados son similar a 
las definiciones y requisitos contenidos en la norma de 
Campeche.

Quienes se unen de esta manera, pueden elegir li-
bremente las reglas de su convivencia, incluso la forma 
de organizar sus relaciones patrimoniales con acuer-
dos de voluntad. Estos pueden hacerse por escrito, pero 
para tener valor jurídico oponibles a terceros, deben ser 
registrados. Los efectos de estas sociedades son seme-
jantes a los del concubinato, se establezcan por escrito 
o no; en todo caso, están obligados a proporcionarse 
alimentos. Para terminar una sociedad, basta el acuer-
do de ambas partes y avisar a la autoridad ante quien 
se registró —si fuere el caso— o la expresión unilateral 
de voluntad que deberá notificarse a la otra parte en un 
plazo no mayor a veinte días. Por estas características, 
en Francia estas uniones son en realidad un concubina-
to organizado:

...el concubinato organizado mediante un Pacto Civil de 
Solidaridad se aproxima al matrimonio, sin tener su ca-
rácter solemne ni su fuerza moral y simbólica; resulta 
paradójico constatar que, por su parte, el matrimonio, 
con la simplificación del procedimiento de divorcio y la 

de México, publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el 
24 de octubre de 2017.
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relajación de las reglas relativas al cambio de régimen 
matrimonial, también se ha aproximado al Pacto Civil 
de Solidaridad.253

Surge así, una nueva institución de derecho de fa-
milia con impacto para las personas convivientes y su 
entorno familiar, comunitario y social.

2. Su naturaleza jurídica

La SCJN ubica la familia como una realidad social, 
cuyo concepto es dinámico.254 No obstante, se debe de te-
ner cuidado con estos términos en la identificación de la 
naturaleza jurídica de instituciones de derecho de familia, 
como lo son las sociedades de convivencia, pues encontra-
mos que este mismo concepto es utilizado con objetivos 
opuestos a la línea discursiva de la SCJN y de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH). Por ejemplo:

La familia es una realidad social, de cultura, etc. No po-
demos calificarla con conceptos de naturaleza ideológi-

253		  Ginisty, Jean-Claude, “El pacto civil de solidaridad o el concu-
binato organizado”, Notario del Siglo XXI, 11 de diciembre de 2006, 
disponible en: http://www.elnotario.es/entrevistas/2713-el-pacto-civil-
de-solidaridad-o-el-concubinato-organizado-0-641191446819521.

254		  La SCJN estipula que “…el artículo 4o. constitucional impone la 
obligación de proteger la organización y el desarrollo de la familia, y 
ha agregado que este precepto debe entenderse como protector de la 
familia como realidad social y como concepto dinámico” (Acción de In-
constitucionalidad 8/2014. Promovente: Comisión de Derechos Huma-
nos del Estado de Campeche. Sentencia emitida por el Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente 
al 11 de agosto de 2015). Esta declaración la hace a partir de las decisio-
nes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre los casos 
Furlán y Familiares vs. Argentina (2012) y Atala Riffo y Niñas vs. Chile 
(2012), así como en su propia Tesis P XXIII/2011 “Familia. su protec-
ción constitucional comprende a la formada por parejas del mismo 
sexo (homoparentales)” del 4 de julio de 2011.
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ca, que tienen fuerza sólo en un momento de la historia y 
después decaen. No se puede hablar hoy de familia con-
servadora o familia progresista: la familia es familia...255

Si es o no pertinente redefinir conceptos con conno-
taciones culturales más allá de la memoria humana, es 
parte de la libertad de expresión. Sin embargo, es im-
portante darse cuenta que el concepto “realidad social” 
contiene un conjunto de comportamientos e interaccio-
nes personales en continua tensión y movimiento. Por 
ende, la familia —en singular— como realidad social 
debe estudiarse en el marco de las comunidades en las 
que se inserta, en un contexto histórico, cultural y evo-
lutivo que refiere símbolos o construcciones simbólicas 
en una sociedad dada y, a su vez, obliga a reconocer la 
influencia de diferentes factores internos y externos.

Con estos elementos que la SCJN pone en el debate, 
más los referentes legislativos que indican con claridad 
la suplencia de las normas sobre el concubinato en el 
ámbito de las sociedades de convivencia, es claro que su 
naturaleza jurídica no puede ser definida sino a través 
de una institución de derecho de familia que se crea por 
medio de un contrato o acuerdo de voluntades entre dos 
personas del mismo o de distinto sexo.

A partir de esta línea de reflexión, se puede entender 
la resistencia que existe en México —reflejada también 
en algunas de las líneas discursivas de votos particula-
res— ante la evolución que esta realidad social llamada 
familia tiene por el impulso de los derechos humanos, 
el cual abrió la puerta a la posibilidad de que personas 

255		  “Discurso del Santo Padre Francisco a los participantes en el 
Coloquio Internacional sobre la complementariedad del hombre y la 
mujer, organizado por la Congregación para la Doctrina de la Fe”, 
17 de noviembre de 2014, disponible en: https://www.vatican.va/con 
tent/francesco/es/speeches/2014/november/documents/papa-francesco 
_20141117_congregazione-dottrina-fede.html.
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que no responden al mandato de heteronormatividad de 
la llamada cultura mexicana puedan formar, de manera 
legal, una familia.

Esto mismo sucedió en Europa, donde pocos países 
legislaron en la materia, antes de que se aprobaran los 
matrimonios entre personas del mismo sexo. Francia, 
Bélgica, Países Bajos, Noruega, Dinamarca, Suecia e Is-
landia lo hicieron entre las década de 1980 y 1990. La 
resistencia fue grande por el miedo a que se modifica-
ra la legislación sobre concubinato y sobre matrimonio, 
para abrirse a homosexuales, lesbianas y personas trans 
o autonombradas “no binarias”.256

Es una actitud que sigue presente en México, a pesar 
de que la SCJN ya determinó que aquellos ordenamien-
tos civiles de la República que no permiten el matrimo-
nio, el concubinato y otro tipo de uniones familiares en-
tre personas del mismo sexo son inconstitucionales. Es 
una resistencia que no desiste en sus pretensiones, en 
la medida que al Estado le corresponde fijar normas de 
convivencia en las que tengan cabida todas las expresio-
nes de realidad social familiar, y garantizar el respeto 
para todas ellas en un contexto de igualdad y no discri-
minación que tome en cuenta el respeto a la dignidad 
de todas las personas, como el punto de partida de las 
relaciones en la sociedad.

3. La discriminación en el marco 
del derecho a fundar una familia

Se asienta, entonces, que la sociedad en convivencia 
es una institución257 de derecho de familia, que genera 

256		  Véase Bach-Ignasse, Gérard y Roussel, Yves, Le PACS juridique 
et pratique 100 questions/réponses, París, Denoël Impacts, 2000.

257		  La sociedad en convivencia es una “invención jurídica”, dije-
ron durante los debates en Francia a finales del siglo pasado e inicios 
del presente (véase Bach-Ignasse y Roussel, op. cit., pp. 85 y ss.).
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un estado civil con el que se tejió un puente entre el con-
cepto heteronormado de este grupo social y el recono-
cimiento de la discriminación que sufren las personas, 
cuya sexualidad no se enmarca en la heterosexualidad 
que afecta, entre otros derechos humanos, el derecho a 
fundar una familia. El Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos establece que la “familia es el elemen-
to natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho 
a la protección de la sociedad y del Estado” (artículo 
23). Esta norma se relaciona con el Pacto Internacional 
sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 
el que se amplían los límites de la protección del Esta-
do a este grupo social, al señalar que se “debe conceder 
a la familia, que es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad, la más amplia protección y asistencia posi-
bles, especialmente para su constitución y mientras sea 
responsable del cuidado y la educación de los hijos a su 
cargo...” (artículo 10, numeral 1).

El Comité de Derechos Humanos, órgano de vigilan-
cia del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en su ob-
servación general núm. 19,258 admitió que no es posible 
definir de manera uniforme el concepto “familia” —ni 
en singular ni mucho menos en plural—, porque hay 
grandes diferencias culturales e ideológicas entre uno 
y otro Estado parte de este instrumento internacional, 
como las hay al interior de estos mismos entre sus dife-
rentes regiones.

En esa época, con el reconocimiento de la diversidad 
de familias, se hacía referencia a la familia de tipo nu-
clear, conformada por las y los progenitores y su prole; a 
la familia extendida, en la que se incluyen varias genera-
ciones que habitan en el mismo hogar o con relaciones 
reconocidas por la legislación; a las parejas que no han 

258		  Observación aprobada en el 39o. periodo de sesiones de este 
Comité, celebrado en 1990.
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contraído matrimonio y sus hijos e hijas, y a las familias 
monoparentales. Todavía no era posible que personas 
del mismo sexo se unieran para formar una familia, pre-
cisamente, la incursión en la figura que se comenta es el 
primer acercamiento formal y normativo.

En la exposición de motivos de la Ley de Sociedad 
de Convivencia para la Ciudad de México, desde su 
origen,259 se recurrió a un lenguaje que pretendió ser in-
cluyente; sin embargo, ahí mismo están las semillas de 
los prejuicios discriminatorios. Desde luego, se utiliza-
ron conceptos como “expresión del amplio espectro de la 
diversidad social”,260 a través del cual pareciera que hay 
un reconocimiento a las diversas manifestaciones de la 
sexualidad y de las relaciones de pareja a las que se les 
pretende dar un orden legal y un sentido de permanen-
cia. Expresiones como la que indica que esta figura “no 
interfiere en absoluto con la institución del matrimonio 
ni la vulnera [y] no hace frente, no desafía las familias 
convencionales ni pretende socavar los valores morales 
de las personas”261 contradicen la intención de recono-
cer esa diversidad, pues generan un régimen exclusivo 
para las parejas del mismo sexo, cuyas consecuencias 
no son similares a las del matrimonio o del concubinato, 
estableciendo un instituto de derecho familiar limitado, 
excluyente y discriminador.

259		  Cabe recordar que esta ley fue publicada, originalmente, como 
Ley de Sociedad de Convivencia para el Distrito Federal (véase Ga-
ceta Oficial del Distrito Federal del 16 de noviembre de 2006); poste-
riormente, el 24 de octubre de 2017 fue abrogada media te decreto 
en el que se le cambia de nombre a Ley de Sociedad de Convivencia 
para la Ciudad de México. Su espíritu, los motivos y la legislación es 
prácticamente la misma. En esta obra, salvo aclaración en contrario, 
se hace referencia a la Ley de 2017.

260		  Exposición de motivos de la Ley de Sociedad de Convivencia 
para el Distrito Federal.

261		  Idem.
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Esta misma tensión entre valores tradicionales he-
teronormados y el reconocimiento de la diversidad hu-
mana, más allá del componente binario hombre/mujer, 
heterosexuales, se encuentra en el texto de la resolución 
que recayó a la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014 
de la SCJN, de tal manera que explica la afirmación de 
Adriana Segovia, en el sentido de que el modelo univer-
sal de familia:

...se volvió normativo, formando parte de estructuras y 
símbolos propios de una cultura dominante que tiende a 
dictar no lo que las familias son, sino “lo que la familia 
debe ser”. Y como tal, se volvió restrictivo de las múlti-
ples posibilidades de ser familia y de ser humano.262

Es un modelo rígido y estereotipado que, continúa 
Segovia, termina aparentando una perfección median-
te su acogida en todas las estructuras socioculturales 
—incluso las normativas—, creando un imaginario so-
cial que se retroalimenta, reproduce y perpetúa. En su 
propia estructura lleva el germen de la discriminación 
hacia todas las personas que se alejan de dicho patrón 
que lleva aparejado afectaciones anímicas, limitaciones 
en la concreción de un proyecto de vida digna con au-
tonomía y exclusiones en los ámbitos de la legitimidad 
y el desarrollo económico, social y cultural, subraya la 
autora.

Esta resistencia se refleja en los comentarios de 
Eduardo Medina-Mora Icaza en el voto particular que 
emitió en la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014, ha-
cia la creación de la figura de sociedades civiles de con-

262		  Segovia Urbano, Adriana, “Diversidades familiares: espacios 
de construcción”, en Raphael de la Madrid, Lucía y Gómez Cíntora, 
Antonio (coords.), Diálogos diversos para más mundos posibles. Mé-
xico, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, p. 5.
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vivencia y hacia la negativa a aceptar que se trata de 
una institución de derecho de familia. Además, hay que 
destacar que este primer acercamiento en la materia ha 
sido superado por la realidad social llamada familia y 
por el reconocimiento de la amplia diversidad humana, 
traducida en los ordenamientos civiles y familiares en 
materia de matrimonios entre personas del mismo sexo.

A esta normatividad, se suman las decisiones juris-
prudenciales de la misma SCJN, a través de las cuales 
se señala con claridad que toda aquella legislación que 
prohíba o inhiba la celebración de estos matrimonios es 
inconstitucional. Las acciones de inconstitucionalidad 
2/2010 y 8/2014 generaron amplios espacios de debate 
filosófico sobre derechos humanos, igualdades, lenguaje 
jurídico, familias, perspectiva de género y discrimina-
ciones, por lo que se fueron abriendo los espacios para 
la entrada de los llamados matrimonios igualitarios, 
más allá de si existe o no, como dice Ángela Figueruelo, 
un grado de “igualdad tolerable en el marco de una so-
ciedad liberal”.263

Es cierto que esta postura se refiere a la igualdad en-
tre mujeres y hombres; sin embargo, la igualdad es un 
referente axiológico válido para cualquier relación entre 
seres humanos, en la medida en que la base en que se 
asienta es el respeto a la dignidad de todas las personas. 
De ahí que es válido preguntar si existe o no compatibili-
dad entre el derecho de una persona heterosexual y otra 
con distinta orientación sexual a formar una familia, con 
idénticos resultados entre unas y otras; es decir, en el 

263		  Figueruelo Burrieza, Ángela, “La igualdad compleja en el cons-
titucionalismo del siglo XXI. Referencia especial a la no discrimi-
nación por razón de sexo”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado 
Número Conmemorativo, sexagésimo aniversario, pp. 211-244, 1 de 
enero de 2018, p. 245, disponible en: https://revistas.juridicas.unam.
mx/index.php/derecho-comparado/article/view/4055/5200.
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respeto a las diferencias y a la preservación de la diver-
sidad entre seres humanos,264 siempre —reitero— en un 
ambiente de respeto a la dignidad humana. Ahí donde 
se ha legislado en la materia, la sociedad en conviven-
cia es institución fundante de una familia, como lo son 
el matrimonio y el concubinato; tiene características y 
organización diversa, pero es familia, a fin de cuentas.

4. Su presencia en la legislación 
de las entidades federativas en México

Las características comunes a las sociedades en con-
vivencia que hay en el país son:

a)	 Tienen naturaleza contractual, entre dos personas 
mayores de edad, de diferente o del mismo sexo, 
con capacidad jurídica plena.

b)	 Estas personas fijan un domicilio común, con vo-
luntad de permanencia y de ayuda mutua, para or-
ganizar su vida en común;

c)	 Puede ser registrada en escritura pública o ante el 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio;

d)	 Los convivientes que la constituyen tienen el ca-
rácter de compañeros civiles, no de cónyuges;

e)	 Por su propia naturaleza, no pueden formar una 
sociedad de esta índole, personas unidas en ma-
trimonio ni parientes consanguíneos en línea rec-
ta sin importar el grado y en la colateral hasta el 
cuarto grado,

264		  La autora en comento señala: “La discusión se ocupa en per-
mitir conocer, de forma aproximada, el grado de igualdad tolerable 
en el marco de una sociedad liberal, el concepto de la igualdad de 
oportunidades frente a la igualdad de resultados, la compatibilidad 
entre el derecho a la igualdad individual y el derecho de los colecti-
vos a las diferencias y a la preservación de su diversidad” (Figueruelo 
Burrieza, op. cit., p. 27).
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f)	 Finalmente, tienen como norma supletoria las re-
lativas al concubinato.

El caso de Campeche es interesante porque su pri-
mera legislación sobre esta figura fue impugnada ante 
la SCJN con la Comisión Estatal de Derechos Huma-
nos, sosteniendo su inconstitucionalidad por conside-
rar que el artículo 19 contenía una discriminación con-
tra personas que se entran en el concepto de “categorías 
sospechosas”.265 El texto decía así:

Los convivientes no podrán realizar adopciones en for-
ma conjunta o individual. No podrán compartir o enco-
mendar la patria potestad o guardia y custodia de los 
hijos menores del otro. Es nulo de pleno derecho cual-
quier pacto que contravenga esta disposición.

265		  Este concepto es complejo de entender. Se usa para identificar 
las categorías analíticas incluidas en el último párrafo del artículo 
1o. constitucional: origen étnico o nacional, género, edad, discapa-
cidad, condición social o de salud, religión, opiniones, preferencias 
sexuales, estado civil o “cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y liber-
tades de las personas”. La transición entre categoría analítica y cate-
goría sospechosa tiene una ruta clara: la jurisprudencia de Estados 
Unidos. De ahí llegó a las cortes europeas y de ahí a América Latina; 
es decir, a México, siempre para tratar de sostener la igualdad en 
tanto derecho humano, en un mundo cuya característica es la diver-
sidad concreta entre las personas y los contextos sociales diversos; 
un mundo en el que se reconoce que la vida en comunidad no ofrece 
igualdad de condiciones y circunstancias para todas las personas y 
que esto es mucho más complejo que una norma jurídica, aunque 
esta sea de la más alta relevancia para la ciencia el derecho como 
lo es la Constitución política o un tratado internacional en materia 
de derechos humanos. Los factores de exclusión son una compleja 
realidad en la que se identifican diferentes contextos en los cuales 
la discriminación existe como algo considerado natural, en franca 
violación al derecho de igualdad y no discriminación. Se trata de 
un atentado directo a la dignidad humana que es común a todas las 
personas más allá de las diferencias.
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Para la CEDH, este numeral producía claramente 
efectos discriminatorios en los convivientes, pues se les 
pretende excluir del universo de quienes tienen derecho 
a adoptar, sin que exista una justificación robusta, más 
allá de tratarse de una distinción basada en categorías 
sospechosas.266 La SCJN determinó en la AI 8/2014 que 
el artículo impugnado

…no persigue un fin constitucionalmente válido, sino 
por el contrario, tiene la finalidad de discriminar desde 
una categoría prohibida por el artículo 1o. constitucio-
nal, relativa a la orientación sexual, por lo que se consi-
dera que el concepto de invalidez de la parte promovente 
relativo a la vulneración del principio de igualdad y no 
discriminación es fundado.

En mi opinión, el artículo 19 no sólo era discrimina-
dor: lo es cualquier definición que cuestiona la sexuali-
dad de cualquier persona. El Pleno de la SCJN declaró 
su invalidez, por lo cual debería quedar claro que las 
personas unidas en sociedad de convivencia pueden 
adoptar, como sucede con las personas unidas en con-
cubinato y matrimonio, sin que ello enfrente ni desafíe 
a las familias convencionales ni socave los valores mo-

266		  Una aclaración más acerca de este concepto. La SCJN lo re-
conoce “...como rubros prohibidos de discriminación [que] hacen 
las veces de focos rojos para las autoridades, específicamente para 
quienes juzgan” (SCJN, Protocolo para juzgar con perspectiva de géne-
ro. Haciendo realidad…, cit., p. 56). Se señala que algunas de las ca-
tegorías sospechosas son sexo, genero, preferencias u orientaciones 
sexuales, la edad, las discapacidades, antecedentes de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una disca-
pacidad presente o pasada, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, el estado civil, raza, color, idioma, 
linaje u origen nacional, social o étnico, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social. Véase CIDH, Caso Atala 
Riffo y niñas vs. Chile. Sentencia del 24 de febrero de 2012 (Fondo 
Reparaciones y Costas).



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES432

rales de las personas en aquella entidad federativa. La 
Tesis P./J. 14/2016 (10a.) de la SCJN señala:

El citado precepto, al excluir a los convivientes de la 
posibilidad de ser considerados como adoptantes y de 
compartir la patria potestad con base en la categoría sos-
pechosa de estado civil, viola el principio de igualdad y 
no discriminación. Además, la carga discriminatoria de 
la norma es clara, pues la sociedad civil de convivencia 
es el único estado civil en el Estado de Campeche que 
tiene prohibido adoptar y compartir la patria potestad. 
Cabe recordar que no toda diferencia en el trato hacia 
una persona o grupo de personas es discriminatoria, que 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su 
utilización de forma injustificada, y que el escrutinio es-
tricto de las distinciones basadas en las categorías sospe-
chosas garantiza que sólo serán constitucionales aque-
llas que tengan una justificación muy robusta, cuestión 
que no sucede con la norma referida.267

Sin embargo, Campeche promulgó una nueva ley en 
la materia; así, en el país hay tres entidades federativas 
con norma específica para estas sociedades o pactos de 
solidaridad: Ciudad de México, Campeche y Tlaxcala. 
Además, la Ley para la Familia de Coahuila y el Códi-
go Familiar de Michoacán también legislan de manera 
muy similar a Ciudad de México la institución que de-
nominan Pacto Civil de Solidaridad y Sociedad de Con-
vivencia, respectivamente. Veamos los aspectos más re-
levantes de estas normas:

267		  Tesis de Jurisprudencia P./J. 14/2016, Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación. “Adopción. El artículo 19 de la Ley Regulatoria 
de Sociedades Civiles de Convivencia del Estado de Campeche 
viola el principio de igualdad y no discriminación”, 23 de sep-
tiembre de 2016.
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Entidad 
federativa Sociedad en convivencia

Campeche

Ley Regulatoria 
de Sociedades 

Civiles 
de Convivencia 

del Estado 
de Campeche268

a. 2o. La Sociedad Civil de Convivencia es un 
contrato que se constituye cuando dos personas 
físicas de diferente o del mismo sexo, mayores de 
edad y con capacidad jurídica plena, establecen 
un domicilio común, con voluntad de permanen-
cia y de ayuda mutua, para organizar su vida en 
común. Los conviventes que la constituyan ten-
drán el carácter de compañeros civiles.
a. 3o. La Sociedad Civil de Convivencia obliga a 
los conviventes, en razón de la voluntad de per-
manencia, ayuda mutua y establecimiento del 
domicilio común, la cual surte efectos frente a 
terceros cuando la sociedad es registrada ante las 
Oficinas del Registro Público de la Propiedad y 
de Comercio del Estado de Campeche, en cuya 
jurisdicción se encuentre establecido el domici-
lio común.
a. 4o. No podrán constituir Sociedad Civil de 
Convivencia, las personas unidas en matrimonio, 
concubinato y aquéllas que mantengan vigente 
otra Sociedad Civil de Convivencia.
a. 5o. Para los efectos de los demás ordenamientos 
jurídicos, la Sociedad Civil de Convivencia se re-
girá, en lo que fuere aplicable, en los términos del 
concubinato y las relaciones jurídicas que se de-
rivan de este último, se producirán entre los con-
viventes conforme a la legislación civil aplicable.
a. 6o. La Sociedad Civil de Convivencia deberá 
hacerse constar ante notario en escritura pública 
[sic], misma que será registrada en la Dirección 
General del Registro Público de la Propiedad y 
de Comercio del Estado de Campeche, o en su 
caso, en las oficinas registrales que correspondan 
al domicilio donde se establezca el domicilio co-
mún, instancia que actuará como autoridad re-
gistradora.
a. 13. En virtud de la Sociedad Civil de Conviven-
cia se generará el deber recíproco de proporcio-

268		  Publicada en el Periódico Oficial de Campeche el 28 de febrero 
de 2024.
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narse alimentos, a partir de la suscripción de 
ésta, aplicándose al efecto lo relativo a las reglas 
de alimentos contempladas en el Código Civil del 
Estado.
a. 14. Entre los conviventes se generarán dere-
chos sucesorios, los cuales estarán vigentes a 
partir del registro de la Sociedad Civil de Convi-
vencia, aplicándose al efecto lo relativo a la suce-
sión legítima entre concubinos contemplada en 
nuestra legislación civil.
a. 15. Cuando uno de los conviventes sea de-
clarado en estado de interdicción, en términos 
de lo previsto por el Código Civil del Estado de 
Campeche, el otro convivente será llamado a 
desempeñar la tutela, siempre que hayan vivido 
juntos por un periodo inmediato anterior a dos 
años a partir de que la Sociedad Civil de Convi-
vencia se haya constituido, aplicándose al efec-
to las reglas en materia de tutela legítima entre 
cónyuges o sin que mediare este tiempo, cuando 
no exista quien pueda desempeñar legalmente 
dicha tutela.
a. 17. Las relaciones patrimoniales que surjan 
entre los conviventes, se regirán en los términos 
que para el acto señalen las leyes correspondien-
tes aplicables.
a. 19. Los conviventes no podrán realizar adop-
ciones en forma conjunta o individual. No po-
drán compartir o encomendar la patria potestad 
o guardia y custodia de los hijos menores del 
otro. Es nulo de pleno derecho cualquier pacto 
que contravenga esta disposición.
a. 20. La Sociedad Civil de Convivencia termina:
I. Por mutuo acuerdo de los conviventes.
II. Por acto unilateral, mediante aviso indubita-
ble o fehaciente de terminación de la Sociedad 
Civil de Convivencia, dado judicialmente o ante 
notario público.
III. Por el abandono del domicilio común de uno 
de los conviventes por más de tres meses, sin que 
haya causa justificada.
IV. Porque alguno de los conviventes contraiga 
matrimonio o establezca una relación de concu-
binato.
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V. La conducta de violencia familiar cometida 
por uno de los conviventes contra el otro.
VI. Porque alguno de los conviventes haya actua-
do dolosamente al suscribir la Sociedad Civil de 
Convivencia.
VII. Por la defunción de alguno de los conviventes.
VIII. Por declaración de nulidad.
a. 21. En el caso de terminación de la Sociedad 
Civil de Convivencia, el convivente [sic] que ca-
rezca de ingresos y bienes suficientes para su 
sostenimiento, tendrá derecho a una pensión 
alimenticia sólo por la mitad del tiempo al que 
haya durado la Sociedad Civil de Convivencia, 
siempre que no viva en concubinato, contraiga 
matrimonio o suscriba otra Sociedad Civil de 
Convivencia. Este derecho podrá ejercitarse sólo 
durante el año siguiente a la terminación de di-
cha sociedad.
a. 23. Cuando fallezca un convivente [sic] y éste 
haya sido titular del contrato de arrendamiento 
del inmueble en el que se encuentra establecido 
el domicilio común, el sobreviviente quedará su-
brogado en los derechos y obligaciones de dicho 
contrato.

Ciudad de México

Ley de Sociedad 
de Convivencia 
para la Ciudad 

de México269

a. 1o. Las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley son de orden público e interés social y 
tienen por objeto establecer las bases y regular 
las relaciones derivadas de la Sociedad de Con-
vivencia en la Ciudad de México; considerando 
en todo momento, los derechos establecidos en 
el artículo 6o. de la Constitución de la Ciudad 
de México.
La norma supletoria de esta ley y las relaciones 
que de ésta se generen será el Código Civil para 
la Ciudad de México.
a. 2o. La Sociedad de Convivencia es un acto 
jurídico bilateral que se constituye, cuando dos 
personas físicas, mayores de edad y con capaci-
dad jurídica plena, establecen un hogar común, 
con voluntad de permanencia y de ayuda mutua.

269		  Publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 24 de 
octubre de 2017.
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a. 3o. La Sociedad de Convivencia obliga a las 
personas convivientes, en razón de la voluntad 
de permanencia, ayuda mutua y establecimiento 
del hogar común; la cual surte efectos frente a 
terceros cuando la Sociedad es registrada ante 
la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la 
Alcaldía correspondiente.
a. 4o. Las personas impedidas para constituir 
una Sociedad de Convivencia son:
I. Las que se encuentren unidas en matrimonio 
o concubinato;
II.Aquéllas que mantengan vigente otra Sociedad 
de Convivencia, y
III. Los parientes consanguíneos en línea recta sin 
límite de grado o colaterales hasta el cuarto grado.
a. 5o. Para los efectos de los demás ordenamien-
tos jurídicos, la Sociedad de Convivencia se re-
girá, en lo que fuere aplicable, en los términos 
del concubinato y las relaciones jurídicas que se 
derivan de este último, se producirán entre los 
convivientes.
a. 6o. La Sociedad de Convivencia deberá ha-
cerse constar por escrito, mismo que será ra-
tificado y registrado ante la Dirección General 
Jurídica y de Gobierno de la Demarcación Terri-
torial del domicilio donde se establezca el hogar 
común, instancia que actuará como autoridad 
registradora.
a. 7o. El documento por el que se constituya la 
Sociedad de Convivencia deberá contener los si-
guientes requisitos:
I. El nombre de cada conviviente, su edad, domi-
cilio y estado civil, así como, los nombres y do-
micilios de dos testigos mayores de edad.
II. El domicilio donde se establecerá el hogar co-
mún;
III. La manifestación expresa de las personas 
convivientes de vivir juntos en el hogar común, 
con voluntad de permanencia y ayuda mutua;
IV. La forma en que las personas convivientes re-
gularán la Sociedad de Convivencia y sus relacio-
nes patrimoniales, y
V. Las firmas de las personas convivientes y tes-
tigos.
a. 8o. La ratificación y registro del documento a 
que se refiere el artículo 6o. de esta ley, es obli-
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gatoria y deberá hacerse personalmente por las 
o los convivientes acompañados por las o los tes-
tigos.
La autoridad registradora deberá cerciorarse fe-
hacientemente de la identidad de las o los com-
parecientes.
a. 9o. Durante la vigencia de la Sociedad de Con-
vivencia y para que sea procedente todo cambio, 
deberán ser de común acuerdo, las modificacio-
nes y adiciones que así consideren las personas 
convivientes respecto a cómo regular la Sociedad 
de Convivencia y las relaciones patrimoniales, se 
deben presentar por escrito y serán ratificadas y 
registradas sólo por las o los convivientes, ante la 
autoridad registradora de la alcaldía correspon-
diente al lugar donde se encuentre establecido el 
hogar común.
a. 10. Las personas convivientes deberán presen-
tar para su ratificación y registro a la Dirección 
General Jurídica y de Gobierno de la demarca-
ción territorial que corresponda, cuatro tantos 
del escrito de Constitución de la sociedad de 
Convivencia, los cuales serán ratificados en pre-
sencia de la autoridad registradora; quien para 
los efectos de este acto tendrá fe pública y ex-
presará en cada uno de los ejemplares el lugar y 
fecha en que se efectúa el mismo. Hecho lo ante-
rior, la autoridad estampará el sello de registro y 
su firma, en cada una de las hojas de que conste 
el escrito de constitución de la Sociedad.
Uno de los ejemplares será depositado en dicha 
Dirección; otro deberá ser enviado por la misma 
autoridad al Archivo General de Notarias para su 
registro, y los dos restantes serán entregados en 
el mismo acto a las personas convivientes.
El mismo procedimiento se deberá seguir para la 
ratificación y registro de modificaciones y adicio-
nes que se formulen al escrito de constitución de 
la Sociedad de Convivencia.
Cuando falte alguno de los requisitos señalados 
en el artículo 7o. de esta ley, la autoridad regis-
tradora tiene la obligación de orientar a las per-
sonas convivientes a efecto de que cumplan con 
los mismos y puedan concluir el trámite.
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Por el registro de la Sociedad de Convivencia a 
que se refiere este artículo, se pagará a la Teso-
rería de la Ciudad de México, el monto que por 
ese concepto especifique el Código Fiscal de la 
Ciudad de México.
Para los efectos de este artículo, contra la ne-
gación del registro, ratificación, modificación y 
adición por parte de las o los servidores públicos 
de la Ciudad de México competentes, sin causa 
justificada, las personas interesadas podrán in-
terponer un recurso en los términos de la Ley 
de Procedimiento Administrativo de la Ciudad de 
México. Independientemente de la responsabili-
dad administrativa y/o sanciones a que se hagan 
acreedores dichos funcionarios en términos de 
la legislación aplicable.
La Consejería Jurídica y de Servicios Legales del 
Gobierno de la Ciudad de México en coordina-
ción con el Archivo General de Notarias y las Al-
caldías, implementará un sistema de control y 
archivo de Sociedades de Convivencia.
Con su registro, la Sociedad de Convivencia sur-
tirá efectos contra terceros. Los asientos y los do-
cumentos en los que consten el acto constitutivo 
y sus modificaciones podrán ser consultados por 
quién lo solicite.
a.11. Cualquiera de las personas convivientes 
puede obtener de la autoridad registradora copia 
certificada del documento registrado, de sus mo-
dificaciones, así como del aviso de terminación 
previo pago correspondiente de derechos.
a. 12. En virtud de la Sociedad de Convivencia 
se generará la obligación recíproca de proporcio-
narse alimentos en relación a sus bienes e ingre-
sos, a partir de la suscripción de ésta, aplicándo-
se al efecto lo relativo a las reglas de alimentos.
a. 13. Entre las personas convivientes se gene-
rarán derechos sucesorios, los cuales estarán 
vigentes a partir del registro de la Sociedad de 
Convivencia, aplicándose al efecto lo relativo a la 
sucesión legítima entre concubinos.
a. 14. Cuando uno (sic) de las personas convivien-
tes sea declarado en estado de interdicción, en 
términos de lo previsto por el Código Civil para 
la Ciudad de México la otra persona convivien-
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te será llamada a desempeñar la tutela, siempre 
que hayan vivido juntas por un periodo inmedia-
to anterior a dos año a partir de que la Sociedad 
de Convivencia se haya constituido, aplicándose 
al efecto las reglas en materia de tutela legítima 
entre cónyuges o sin que mediare este tiempo, 
cuando no exista quien pueda desempeñar legal-
mente dicha tutela.
a. 15. Se tendrá por no puesta toda disposición 
pactada en la Sociedad de Convivencia que per-
judique derechos de terceros. El tercero que sea 
acreedor alimentario tendrá derecho a recibir la 
pensión alimenticia que en derecho le correspon-
da, subsistiendo la Sociedad de Convivencia en 
todo lo que no contravenga ese derecho.
Serán nulos y se tendrán por no puestos los pac-
tos limitativos de la igualdad de derechos que co-
rresponde a cada conviviente y los contrarios a la 
Constitución y a las leyes.
Todo conviviente que actúe de buena fe, deberá 
ser resarcido de los daños y perjuicios que se le 
ocasionen.
a. 16. En caso de que alguno de las personas con-
vivientes de la Sociedad de Convivencia haya ac-
tuado dolosamente al momento de suscribirla, 
terminará con la sociedad y perderá los derechos 
generados, y contraerá la obligación de cubrir 
los daños y perjuicios que ocasione.
a. 17. La Sociedad de Convivencia termina:
I. Por la voluntad de ambos o de cualquiera de 
las personas convivientes.
II. Por el abandono del hogar común de una de 
las personas convivientes por más de tres meses, 
sin que haya causa justificada.
III. Porque alguna de las personas convivientes 
contraiga matrimonio o establezca una relación 
de concubinato.
IV. Porque alguna de las personas convivientes 
haya actuado dolosamente al suscribir la Socie-
dad de Convivencia.
V. Por la defunción de alguna de las personas 
convivientes.
a. 18. Si al término de la Sociedad de Convivencia 
el hogar común se encontraba ubicado en un in-
mueble cuyo titular de los derechos sea uno solo
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de las personas convivientes, la desocupación 
por la otra parte deberá realizarse de manera 
obligatoria y de un plazo no mayor a tres meses.
Dicho término no aplicará en el caso de que me-
dien situaciones que pongan en riesgo la inte-
gridad física o mental del titular. En este caso, 
la desocupación deberá realizarse de manera in-
mediata.
a. 19. Cuando fallezca un conviviente, y éste haya 
sido titular del contrato de arrendamiento del in-
mueble en el que se encuentra establecido el ho-
gar común, el sobreviviente quedará subrogado 
en los derechos y obligaciones de dicho contrato.
a. 20. En caso de terminación de una Sociedad 
de Convivencia, cualquiera de sus convivien-
tes tiene la obligación de dar aviso por escrito 
de este hecho a la autoridad registradora de la 
Alcaldía donde se encuentre el hogar en común, 
la que deberá hacer del conocimiento de dicha 
terminación al Archivo General de Notarias. La 
misma autoridad deberá notificar de esto al otro 
conviviente en un plazo no mayor de 10 días há-
biles, excepto cuando la terminación se dé por la 
muerte de alguna de las personas convivientes en 
cuyo caso deberá exhibirse el acta de defunción 
correspondiente, ante la autoridad registradora.
a. 21. El Juez competente para conocer y resolver 
cualquier controversia que se suscite con moti-
vo de la aplicación de esta ley, es el de primera 
instancia, según la materia que corresponda y de 
acorde al Código Civil para la Ciudad de Méxi-
co y al Código de Procedimientos Civiles para la 
Ciudad de México.

Coahuila (LF)

Ley para 
la Familia 

de Coahuila de 
Zaragoza

a. 284. Las personas unidas por una relación de 
pareja estable, independientemente del estado 
civil de cada una de ellas, tienen la obligación 
recíproca de darse alimentos, cuando concurran 
las siguientes circunstancias:
I. Que la relación de pareja esté fundada en la 
afectividad, el consentimiento y la solidaridad li-
bremente aceptada.
II. Que tengan una relación de convivencia es-
table, aunque concurran, con respecto al deu-
dor alimentista, diversas formas de convivencia 
como el matrimonio o el concubinato.
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Michoacán

Código Familiar 
para el Estado 
de Michoacán 

de Ocampo

a. 1o. 1. La familia es una institución social, per-
manente, compuesta por un conjunto de perso-
nas unidas por el vínculo jurídico del matrimo-
nio, de la sociedad de convivencia o por el estado 
jurídico del concubinato; por el parentesco por 
consanguinidad, adopción o afinidad.
a. 7o. Las relaciones jurídicas familiares genera-
doras de deberes, derechos y obligaciones surgen 
entre las personas vinculadas por lazos de matri-
monio, de sociedad de convivencia, parentesco, 
concubinato o adopción.
a. 10. Los extranjeros casados o que contraigan 
matrimonio, los convivientes en sociedad de 
convivencia, o vivan en concubinato, domicilia-
dos en el Estado, quedan sujetos a las disposi-
ciones de esta ley por lo que toca a los bienes 
que posean y a los efectos que en relación con los 
mismos producen el matrimonio, la sociedad de 
convivencia y el concubinato.
a. 22. En Michoacán estará a cargo de los Ofi-
ciales del Registro Civil, autorizar los actos del 
estado civil y extender las actas relativas a naci-
miento, reconocimiento de hijos, adopción, ma-
trimonio, sociedad de convivencia, divorcio ad-
ministrativo, divorcio notarial, defunción de los 
mexicanos y extranjeros residentes o de tránsito 
en el Estado, así como inscribir las ejecutorias 
que declaren la ausencia, la presunción de muer-
te, el divorcio judicial, la nulidad de matrimonio, 
disolución de sociedad de convivencia, la tutela 
o que se ha perdido o limitado la capacidad le-
gal para administrar bienes, y las sentencias que 
ordenen el levantamiento de una nueva acta por 
el reconocimiento de cambio de la identidad de 
género.
a. 23. Los Oficiales del Registro Civil, cuando ha-
yan reunido doscientas actas del estado civil, las 
encuadernarán en libros por duplicado, de la si-
guiente manera:
…
IV. El cuarto, de actas de matrimonio y de socie-
dad de convivencia;
…
VII. El séptimo, de la inscripción de las ejecuto-
rias que declaren la ausencia, la presunción de



DERECHOS HUMANOS Y RELACIONES FAMILIARES442

muerte, el divorcio judicial, la nulidad de matri-
monio, la disolución de la sociedad de conviven-
cia, la tutela o que se ha perdido o limitado la 
capacidad legal para administrar bienes.
…
a. 34. Los interesados, cuando no puedan con-
currir personalmente, podrán hacerse represen-
tar por un mandatario especial para el acto, cuyo 
nombramiento conste en instrumento privado 
otorgado ante notario público.
En los casos de matrimonio, de sociedad de con-
vivencia, reconocimiento de hijos, adopción o 
divorcio, se necesitará poder otorgado en escri-
tura pública o en carta poder reconocida nota-
rialmente, con cláusula especial, para el efecto 
que fue conferido y designando la persona que 
deba ser reconocida o adoptada como hijo, o con 
quien se vaya a contraer matrimonio o sociedad 
de convivencia o de quien se vaya a divorciar.
a. 133. Son requisitos esenciales para contraer 
matrimonio:
...
IV. Que no se encuentre unido en matrimonio u 
obligado por una sociedad de convivencia;
...
a. 295. La Sociedad de Convivencia es el acto ju-
rídico que se constituye, cuando dos personas fí-
sicas, mayores de edad y con capacidad jurídica 
plena, establecen un hogar común, con voluntad 
de permanencia, colaboración, asistencia y ayu-
da mutua.
a. 296. No podrán constituir Sociedad de Convi-
vencia, las personas unidas en matrimonio, con-
cubinato y aquéllas que mantengan vigente otra 
Sociedad de Convivencia.
a. 297. La Sociedad de Convivencia obliga a los 
convivientes, en razón de la voluntad de perma-
nencia, colaboración, asistencia, ayuda mutua y 
el establecimiento del hogar común; la cual surte 
efectos frente a terceros cuando la Sociedad es 
registrada ante el Registro Civil.
a. 298. Son requisitos esenciales para constituir 
una Sociedad de Convivencia:
I. Celebrarse ante el Oficial del Registro Civil, ha-
biendo satisfecho las formalidades exigidas por 
este Código;
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II. Que ambos convivientes sean mayores de 
edad;
III. Expresar su voluntad de unirse en Sociedad 
de Convivencia, y
IV. Establecer por escrito las condiciones bajo las 
cuales se regirá su patrimonio.
a. 299. El documento por el que se constituye la 
Sociedad de Convivencia deberá contener los si-
guientes requisitos:
I. El nombre de cada conviviente, su edad, domi-
cilio y estado civil, así como, los nombres y do-
micilios de dos testigos mayores de edad;
II. La manifestación expresa de los convivientes 
de vivir juntos en el hogar común, con volun-
tad de permanencia, colaboración, asistencia, 
ayuda mutua y el establecimiento del hogar en 
común;
III. Contener la forma en que las o los convivien-
tes regularán la Sociedad de Convivencia y sus 
relaciones patrimoniales. La falta de éste requi-
sito no será causa para negar el Registro de la 
Sociedad, por lo que a falta de este, se entenderá 
que cada conviviente conservará el dominio, uso 
y disfrute de sus bienes, así como su administra-
ción, y
IV. Las firmas de las o los convivientes y de las o 
los testigos.
a. 300. La Sociedad de Convivencia deberá cele-
brarse ante el Oficial del Registro Civil, con las 
formalidades que este Código exige.
a. 301. Para los efectos de los demás ordena-
mientos jurídicos, la Sociedad de Convivencia se 
regirá, en lo que fuere aplicable y las relaciones 
jurídicas que se derivan de este último, se produ-
cirán entre los convivientes.
a. 302. Entre los convivientes se generarán de-
rechos sucesorios, los cuales estarán vigentes a 
partir del registro de la Sociedad de Convivencia.
a. 303. Las relaciones patrimoniales que surjan 
entre los convivientes, se regirán conforme a lo 
convenido entre las partes.
a. 304. La Sociedad de Convivencia termina:
I. Por la voluntad de ambos o de cualquiera de 
los convivientes, el trámite deberá realizarse 
ante el Oficial del Registro Civil;
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II. Por el cambio de régimen conyugal de cual-
quiera de sus integrantes;
III. Por el abandono del hogar común de uno de 
los convivientes por más de tres meses, sin que 
haya causa justificada, deberá de realizarse el 
procedimiento jurisdiccional correspondiente, y
IV. Por la defunción de alguno de los convivien-
tes, el tramité deberá realizarse ante el Oficial del 
Registro Civil.
a. 305. En el caso de terminación de la Sociedad 
de Convivencia, el conviviente que carezca de in-
gresos y bienes suficientes para su sostenimiento 
tendrá derecho a una pensión alimenticia sólo 
por la mitad del tiempo al que haya durado la 
sociedad de convivencia, siempre que no viva 
en concubinato, contraiga matrimonio o suscri-
ba otra Sociedad de Convivencia. Este derecho 
podrá ejercitarse sólo durante el año siguiente a 
la terminación de dicha sociedad.270

a. 306. Si al término de la Sociedad de Convi-
vencia el hogar común se encontraba ubicado en 
un inmueble cuyo titular de los derechos sea uno 
solo de las o los convivientes, el otro deberá des-
ocuparlo en un término no mayor a tres meses.
Dicho término no aplicará en el caso de que me-
dien situaciones que pongan en riesgo la inte-
gridad física o mental del titular. En este caso, 
la desocupación deberá realizarse de manera in-
mediata.

Tlaxcala

Ley 
de Sociedades 
de Convivencia 
Solidaria para 

el Estado 
de Tlaxcala

a. 2o. Para los efectos de esta Ley se entenderá 
por:
Sociedad de Convivencia Solidaria: Se refiere al 
acto jurídico bilateral, entre dos personas físicas 
de diferente o del mismo sexo, mayores de edad y 
con capacidad jurídica plena, con la finalidad de 
reconocer plenamente dicha institución jurídica 
a proteger la unión de dos personas para formar 
una comunidad de vida a partir de lazos afecti-
vos y/o de solidaridad.

270		  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al re-
solver la acción de inconstitucionalidad 107/2015 y su acumulada 
114/2015, declaró la invalidez de la porción normativa de este artícu-
lo indicada con mayúsculas.
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a. 3o. El compromiso adquirido por los conve-
nientes dentro de la Sociedad de Convivencia So-
lidaria es de carácter obligatorio para ambos en 
cuanto a proveerse ayuda mutua para la vida y el 
sostenimiento del hogar común establecido por 
ambos, el cual para que surta efectos legales ante 
terceros, deberá inscribirse ante el Oficial del Re-
gistro Civil de la localidad donde establezcan su 
domicilio común o por los medios electrónicos 
de carácter oficial.
a. 4o. Para contraer el compromiso de vivir en 
Sociedad de Convivencia Solidaria, los convi-
vientes deberán ser solteros y manifestar bajo 
protesta de decir verdad que no viven en concu-
binato con persona distinta a aquella con quien 
pretenden unirse bajo la mencionada figura.
a. 5o. No podrán establecer una Sociedad de 
Convivencia Solidaria los parientes consanguí-
neos en línea directa sin límite de grado o colate-
rales hasta el cuarto grado.
a. 6o. Para la disolución de la Sociedad de Convi-
vencia Solidaria, bastará la manifestación de vo-
luntad expresada por escrito, de manera impre-
sa o por medios electrónicos de carácter digital, 
ante el Oficial del Registro Civil de los dos conve-
nientes después de un plazo mínimo de dos años 
de haber establecido dicha sociedad.
a. 7o. La formalización de la Sociedad de Convi-
vencia Solidaria se hará por escrito, de manera 
impresa o por medios electrónicos, ante el Ofi-
cial del Registro Civil que corresponda al domi-
cilio establecido por los convenientes, quien ac-
tuará como instancia registradora y quien llevará 
un libro de inscripciones específico para asentar 
los registros de estas sociedades.
a. 9o. Los convivientes podrán de mutuo acuer-
do, modificar en cualquier momento la forma en 
que patrimonialmente se rija la Sociedad de Con-
vivencia Solidaria, mediante la manifestación 
por escrito presentada por cuadruplicado ante 
la autoridad del Registro Civil que hizo el asen-
tamiento de la Sociedad, o por medios electró- 
nicos, quien para los efectos de este acto tendrá 
fe pública y anexará una vez sellado y firmado 
por él, el escrito o formato virtual de modificación,
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un tanto a la inscripción de los convivientes, en-
tregará, o en su caso remitirá, por medios elec-
trónicos otro a cada uno de los convivientes y 
enviará otro tanto a la Coordinación del Regis-
tro Civil del Estado para su anexión en el libro 
correspondiente.
a. 10. Por los trámites de registro, modificaciones 
o disolución de la Sociedad de Convivencia So-
lidaria se pagarán derechos al Registro Civil en 
los términos que establezca el Código Financiero 
del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, que no 
podrá ser mayor al pago de derechos por registro 
de matrimonios.
...
14. La Sociedad de Convivencia Solidaria genera 
para los convivientes, al menos los siguientes de-
beres y derechos recíprocos:
I. Proporcionarse atenciones y alimentos de 
acuerdo a las posibilidades de cada uno de ellos, 
aplicándose para ello en lo conducente las nor-
mas relativas a los alimentos.
II. Acceder a derechos sucesorios en caso de fa-
llecimiento de alguno de los convivientes mien-
tras la Sociedad esté vigente, aplicándose para 
ellos lo referente a la sucesión entre concubinos.
III. Desempeñar la tutela de su pareja convivien-
te cuando alguno de ellos sea declarado en esta-
do de interdicción.
IV. El conviviente que carezca de seguridad so-
cial y su pareja tenga este beneficio, tendrá dere-
cho al mismo beneficio en los términos que pre-
vean las leyes correspondientes aplicándose las 
normas relativas al concubinato.
a. 16. Las Sociedades de Convivencia Solidaria 
no podrán ser establecidas para ejercer actos le-
sivos en contra de alguno de los convivientes, ni 
podrán en su suscripción establecer reglas me-
diante las cuales alguno de los convivientes re-
nuncie previamente a los derechos adquiridos 
con motivo de la suscripción de la Sociedad; de 
igual manera no serán dadas por asentadas las 
disposiciones que perjudiquen derechos de ter-
ceros.
a. 17. El tercero que derivado del establecimien-
to de una Sociedad de Convivencia Solidaria sea
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acreedor alimentario tendrá derecho a recibir 
la pensión alimenticia que en derecho le corres-
ponda.
a. 18. Todo conviviente que actúe de buena fe, de-
berá ser resarcido de los daños y perjuicios que 
se le ocasionen con motivo del actuar doloso de 
su pareja conviviente, de conformidad con lo es-
tablecido en las leyes aplicables para el caso.
...
a. 21. En el caso de terminación de la Sociedad de 
Convivencia Solidaria, el conviviente que carezca 
de ingresos y bienes suficientes para su sosteni-
miento tendrá derecho a una pensión alimenticia 
por un periodo igual al tiempo al que haya dura-
do la Sociedad, siempre que no viva en concubi-
nato, o contraiga matrimonio con otra persona. 
Este derecho podrá ejercitarse sólo durante el 
año siguiente a la terminación de dicha Sociedad, 
ante la autoridad judicial correspondiente.
a. 22. Si al término de la Sociedad, el hogar co-
mún se encontraba ubicado en un inmueble cuyo 
titular de los derechos sea uno solo de los convi-
vientes, el otro deberá desocuparlo en un térmi-
no no mayor a tres meses. Dicho término no apli-
cará en el caso de que medien situaciones que 
pongan en riesgo la integridad física o mental del 
titular. En este caso, la desocupación deberá rea-
lizarse de manera inmediata.
a. 23. Cuando fallezca un conviviente, y éste haya 
sido titular del contrato de arrendamiento del in-
mueble en el que se encuentra establecido el ho-
gar común, el sobreviviente quedará subrogado 
en los derechos y obligaciones de dicho contrato
a. 24. En el supuesto de que los convivientes fue-
sen de género271 distinto y procrearan hijos deri-
vados de su relación, éstos y la madre de ellos, 
tendrán salvaguardados plenamente sus dere-
chos de acuerdo con lo establecido en las leyes 
aplicables.

271		  El legislador de Tlaxcala debió haber utilizado, para los efectos 
de este artículo, el concepto sexo, ya que es el único que puede deter-
minar la maternidad y la paternidad, más allá de lo que hoy se llama 
identidad de género.
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III. El matrimonio entre personas 
del mismo sexo. Una polémica social

1. La intervención de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación

A partir de la última década del siglo XX, México fue tes-
tigo y protagonista de un impulso sin precedentes en el 
país en materia de derechos humanos; especialmente, en 
el camino a la igualdad entre mujeres y hombres y, por 
ende, un debate sobre la igualdad entre los seres huma-
nos, desde todas las aristas posibles de las diferencias por 
sexo, edad, raza, religión, educación, ideologías, naciona-
lidad y un largo etcétera que incluyó la dupla sexo/género 
y la diversidad en la sexualidad. Emerge un debate que es 
calificado como sensible en la sociedad, pues pone en el 
centro uno de los temas torales del derecho de familia en 
el sistema patriarcal: el matrimonio.

A lo largo de la historia, cabe recordar que hubo una 
época en que los matrimonios entre personas de razas 
o nacionalidades diferentes estuvieron prohibidos. En 
la Nueva España, por ejemplo, sólo era permitido entre 
hombres y mujeres españoles o criollos. Las uniones de 
español con indígena se consideraban amancebamien-
tos. En los años cuarenta en Estados Unidos, las y los 
ciudadanos de ese país tenían prohibido contraer nup-
cias con personas originarias de Japón. Todavía hoy en 
día, personas que profesan religiones como la judía o las 
islámicas no pueden contraer nupcias con gentiles (per-
sonas de otras religiones).

No es la primera vez que una revisión de esta institu-
ción causa grandes polémicas en la sociedad en que se 
hace; sin embargo, el tema del matrimonio entre perso-
nas del mismo sexo —mal llamado matrimonio igualita-
rio— lo ha sido en grado superlativo, pues todos los sec-
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tores de la sociedad mexicana se han visto involucrados 
en el debate que ha rebasado las fronteras de lo jurídico 
y lo político. Al igual que en otros países, la discusión so-
bre la pertinencia de este tipo de enlaces en clave de de-
rechos humanos se nutre de valores, creencias, dogmas 
religiosos, acuerdos políticos o la ponderación de su 
utilidad por pactos grupales. En México, como en otros 
países,272 estos acontecimientos se extendieron con rapi-
dez y llegaron a la SCJN, la cual tuvo que declarar sobre 
su constitucionalidad y su ponderación, debido a los de-
rechos humanos, antes de que en todo el país se hubiera 
legislado en la materia.

El centro del debate es un estilete que se inserta de 
manera profunda en la noción de la propia sociedad, 
porque al considerarse que el matrimonio es la institu-
ción que da origen a la familia —así en singular— y que 
esta es la célula de la sociedad, cuando se cambia la es-
tructura matrimonial se cambian las estructuras socia-
les, por lo menos en el sistema patriarcal. Un sistema 
para el cual un derecho enunciado como “los hombres y 
las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna, por motivos de raza, nacionalidad o 
religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de 
iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio”,273 

272		  Vincenti, Enzo, Il matrimonio tra persone di orientamento omo-
sessuale, 2012, disponible en: http://www.treccani.it/enciclopedia/il-
matrimonio-tra-persone-di-orientamento-omosessuale_%28Il-Libro-
dell’anno-del-Diritto%29/.

273		  Texto correspondiente al artículo 16 de la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, recogido en el artículo 23, párrafo 
2, del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, como: “Se reconoce el 
derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tienen edad para ello”. En el artículo 10, párrafo 1, del 
Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales, como “El ma-
trimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros 
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significa que este es necesariamente la unión de un hom-
bre con una mujer.

Esto porque en el imaginario colectivo de casi todas 
las culturas en la historia de la humanidad, hasta ahora, 
esa es la imagen que se proyecta cada vez que se emplea 
la palabra “matrimonio”. Además, este había sido la ins-
titución jurídica que, como se apuntó en el capítulo an-
terior, anunciaba a la sociedad que la mujer “A” era la 
esposa del hombre “B”, y que los hijo e hijas que aquella 
paría, eran hijas e hijos de éste.

Es cierto, pero en México el debate fue abierto des-
de los albores del siglo XXI por impulso de los foros de 
derechos humanos y, poco a poco, adquiere carta de na-
turalización en todo el territorio nacional. Es una ten-
dencia que parece irreversible,274 salvo por el hecho 
históricamente comprobado de que ningún derecho hu-
mano reconocido está a salvo de una revisión retrógrada 
que lo pueda nulificar. No hay que olvidar que las voces 
contrarias a este tipo de matrimonio, señalando que se 
desnaturaliza “una institución milenaria”,275 siguen sien-
do muchas.

cónyuges”. En el artículo 17, párrafo 2, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, como: “Se reconoce el derecho del hom-
bre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen 
la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, 
en la medida en que éstas no afecten al principio de no discrimina-
ción establecido en esta Convención”.

274		  La Corte Suprema de Estados Unidos también hizo lo propio, 
Argentina reformó el Código Civil, y la Suprema Corte de Justicia co-
lombiana ha abierto un debate público sobre el tema. Estas uniones 
son legales en Holanda, Bélgica, Canadá, España, Inglaterra, Esco-
cia, Sudáfrica, Noruega, Suecia, Portugal, Islandia, Dinamarca, Nue-
va Zelanda, Uruguay, Francia, Luxemburgo, Brasil e Irlanda. Existen 
reformas ya aprobadas que todavía no entran en vigor en Finlandia 
y Eslovenia.

275		  Véase Barrero Ortega, Abraham, “El matrimonio entre ciuda-
danos del mismo sexo: ¿derecho fundamental y opción legislativa?, 
Revista de Estudios Políticos, Nueva época, núm. 163, enero-marzo  
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2. La reforma de 2009 al Código Civil 
para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México)

El 29 de diciembre de 2009, se publicó en la Gaceta 
Oficial del Distrito Federal un decreto que reformó varios 
artículos del Código Civil local (en adelante la Reforma) 
y que afectó dos instituciones que hemos consideramos 
en el país como casi sacramentales: el matrimonio y la 
filiación adoptiva. Expresado de esta manera, no es una 
novedad. Hemos vivido muchos cambios a este ordena-
miento, en especial, a partir de 1975, cuando se revisó 
el entonces Código Civil para el Distrito y Territorios Fe-
derales en Materia Común y para toda la República en 
Materia Federal para adecuarlo a la reforma del artículo 
4o. Constitucional, de diciembre de 1974, por la que se 
elevó a rango constitucional la igualdad entre mujeres y 
hombres, así como el derecho a decidir libremente so-
bre el número y espaciamiento de las hijas e hijos que 
desearan tener.276

de 2014, pp. 41-66; Dal Canto, Francesco, “Le copie omosessuali 
davanti alla Corte constituzionale: dalla «aspirazione» al matrimo-
nio al «diritto» alla convivenza”, Rivista dell’Associazione dei Consti-
tuzionalisti, núm. 99, disponible en: http://archivio.rivistaaic.it/rivis-
ta/2010/00/Dal_Canto.pdf.

276		  La PGR, en la acción de inconstitucionalidad 2/2010, argu-
mentó que uno de los motivos de esta reforma fue “...garantizar la 
protección integral de la familia, como institución de orden público. 
Según se desprende de la exposición de motivos y los dictámenes 
de las Cámaras de Diputados y de Senadores, el interés del Estado 
mexicano se centra en fortalecer las posibilidades del ser humano y 
su realización plena a través de la familia, sobre bases de igualdad 
operante y legalmente protegida...”. Pero la realidad histórica es que 
la modificación del artículo 4o. constitucional fue elevar a ese ran-
go el principio de igualdad entre mujeres y hombres, ya reconocido 
internacionalmente por México con la aprobación de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948. Este 
cambio se dio en el marco de los resultados de la Conferencia sobre 
Población, celebrada en Teherán en 1974, y como parte de los tra-
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La Reforma provocó gran revuelo en todo el país, 
porque tocó el centro neurálgico de creencias y valores 
(calificados como mexicanos por una parte significati-
va de la población de este país), como es la institución 
del matrimonio concebido como la unión de un solo 
hombre y una sola mujer, con la serie de consecuen-
cias jurídicas que conlleva; tal es el caso de la adopción. 
La efervescencia motivó tres diferentes recursos ante la 
SCJN, cuyo objetivo era la declaración de su inconstitu-
cionalidad: desde la federación, a través de la entonces 
Procuraduría General de la República (hoy Fiscalía) y 
desde las soberanías locales de Baja California y Jalis-
co.277 Estas acciones fueron resueltas por mayoría, lo 
cual refleja las dos corrientes de pensamiento presentes 
en la SCJN y la fuerza de los valores y creencias men-
cionados.278

bajos preparatorios a la I Conferencia Internacional de la Mujer, en 
México en 1975.

277		  Se debe tomar en cuenta que cuando las acciones de inconsti-
tucionalidad y controversia constitucional correspondientes, el go-
bierno federal, Baja California y Jalisco estaban gobernados por el 
Partido Acción Nacional (PAN), considerado afín a los valores de las 
Iglesia católica mexicana.

278		  Se escucharon argumentos de toda índole para justificar la 
oposición a la Reforma, como “La sociedad mexicana no está pre-
parada”, “Es atentatoria contra los principios y valores morales del 
país”, “Atenta contra la familia mexicana”, “Es inmoral”. Sus ecos 
prevalecen, a pesar de haber sido declarada su constitucionalidad. 
En esta misma orientación, la jerarquía católica mexicana criticaba 
que “legalizar la adopción homoparental es tanto como legalizar el 
asesinato o el narcotráfico”. También manifestó su desacuerdo con 
las decisiones de la Corte que analizó con expresiones que debieron 
ser consideradas como violatorias al artículo 130 constitucional, por 
la forma y el lugar en que fueron emitidas. Son argumentos que po-
nen en evidencia que cuando el tema de las libertades se inserta en 
el ámbito familiar, se enfoca las sexualidades de las personas o se 
está en desacuerdo con el pensamiento de la jerarquía de la Iglesia 
católica mexicana, divide al país, como cuando se habla de aborto.
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Desde mi punto de vista, para evitar posiciones ex-
tremas que provocan descalificaciones o pueden llevar 
a situaciones de violencia, sin ayudar a la reflexión ni 
promover el respeto a las normas jurídicas y a las dife-
rencias entre las personas, debemos hacer un esfuerzo 
por analizar la Reforma —con apertura de criterio— 
para entender las razones de fondo, independientes de 
los errores de forma, que motivaron la acción del Poder 
Legislativo de la capital del país, así como los argumen-
tos de la SCJN que derivaron en sus dos resoluciones.

Este ejercicio se enmarca en el proceso de un largo 
camino en el reconocimiento de los derechos humanos, 
en la lucha por erradicar las exclusiones y en la bús-
queda de una democracia efectiva, aquella que permite 
a todas las personas vivir de manera libre y con digni-
dad. Las acciones iniciadas ante la SCJN y sus decisio-
nes ofrecen una plataforma de reflexión en este mismo 
sentido, de tal suerte que se contribuya a dar impulso y 
seguir en la vía del fortalecimiento de la cultura de res-
peto a los derechos humanos, fundamentalmente en tres 
principios: dignidad, libertad e igualdad para todas las 
mujeres y todos los hombres.279

279		  Cabe recordar que dichos principios deben ser protegidos y 
promovidos por todas las autoridades del Estado, tal como se esta-
blece en el artículo 1o. de la Constitución mexicana, después de las 
reformas de junio de 2011 (véase Decreto por el que se modifica la 
denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio 
de 2011). Con esta adecuación, ningún ombudsman futuro podrá 
afirmar, como sucedió en el pasado reciente, que en México no exis-
ten derechos humanos, sino garantías individuales. Me refiero a los 
criterios equivocados, utilizados durante el tiempo que José Luis 
Soberanes Fernández presidió la CNDH porque atentaron contra 
la razón de ser de la institución de la cual era el titular. No, esto no 
volverá a suceder.
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La vía de aproximación para realizar este análisis 
con objetividad puede ser la perspectiva de los derechos 
humanos, mediante un esquema sencillo y jurídico a la 
vez, identificar la presencia de los principios anteriores 
tanto en la Reforma como en las decisiones en la mate-
ria de la SCJN, al tiempo que se puede constatar el matiz 
que un Estado laico, como el nuestro, imprime a dichas 
instituciones.

Creo que el planteamiento inicial, respecto a las ins-
tituciones reformadas (matrimonio y adopción), no ne-
cesita ser demostrado; es una evidencia incontestable: 
se trata de instituciones jurídicas básicas en la sociedad, 
porque inciden en la organización de las familias, las 
cuales también han sufrido transformaciones sustanti-
vas a lo largo de la historia en México y en el mundo. 
Estos cambios son observables, si se comparan los perfi-
les de ambas instituciones en distintas épocas, permiten 
identificar una tendencia que lleva poco a poco a aban-
donar esquemas institucionales rígidos para el control 
de la sexualidad humana (matrimonio y filiación), hacia 
expresiones de mayor libertad, de ejercicios responsa-
bles en el ejercicio vivencial de derechos humanos. Uno 
de estos derechos es fundar una familia, que en la Refor-
ma está interconectado con otros, como los sexuales y 
reproductivos, el de ser diferente y a vivir en una familia 
que facilite el desarrollo integral de una persona menor 
de edad, en el marco del interés superior de la infancia.

Se trata de definir, en primer lugar, cuáles estos prin-
cipios normativos en los que se inserta la Reforma: liber-
tad, igualdad y dignidad. Tres conceptos que son, indis-
cutiblemente, pilares de nuestro pacto social, recogidos 
en el artículo 1o. constitucional,280 y que, asimismo, son 

280		  Del mismo modo, los encontramos como principios rectores 
en el artículo 2o., el cual define la característica plural de nuestro 



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 455

el fundamento ideológico de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, así como de los pactos de De-
rechos Civiles y Políticos y el de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.281

“Libertad”, “igualdad” y “dignidad” son tres concep-
tos que han sido reivindicados a lo largo de la historia de 
la humanidad, frente a situaciones de opresión, discrimi-
nación, totalitarismo, despotismo, prepotencia y un lar-
go etcétera de manifestaciones de intolerancia presentes 
en las relaciones humanas y en acciones de Estado. Dar 
un vistazo a la historia hace evidente que a la humanidad 
le ha costado mucho trabajo entender las diferencias, la 
diversidad y que estas características no sólo son el co-
mún denominador de todos los seres humanos, pueblos y 
naciones, sino que hacen factible la riqueza, la evolución 
y el desarrollo, cuando son bien utilizadas y aprovecha-
das. Desafortunadamente, también podemos observar 
cómo se han cometido atrocidades en aras de reivindicar 
la unicidad de un pueblo, religión o nación.282

país; en el artículo 3o., que define las características que debe tener 
la educación pública en toda la República mexicana, y en el artículo 
4o., como enfoque de la protección del Estado a la niñez, por sólo 
citar algunos.

281		  Los tres conceptos se incluyen en el preámbulo y el artículo 
1o. de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como ele-
mentos indispensables de las consideraciones que tuvieron los Esta-
dos parte de Naciones Unidas para aprobar dicho instrumento. De 
la misma manera, se reflejan en el Pacto de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (artículo 2o., párrafo 2) y el Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos (artículo 2o., párrafo 1).

282		  Ejemplos de la historia moderna de estas atrocidades son: la 
Segunda Guerra Mundial; el genocidio en Ruanda (abril de 1994); 
en México la matanza en Chenalhó, Chiapas (diciembre de 1997) y 
los sucesos en Ayotzinapa, Guerrero (septiembre de 2014). Son casos 
que sirven para llamar la atención sobre los resultados de la intole-
rancia, presentes en movimientos racistas como el neofascismo eu-
ropeo o la homofobia generalizada en países como México.
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La libertad, la igualdad y la dignidad son tres prin-
cipios éticos que sostienen, entre otras cosas, la carac-
terística de laicidad del Estado mexicano, tal como se 
desprende de la garantía de libertad de creencias, consa-
grada en el artículo 24 constitucional, y de la separación 
del Estado y la Iglesia, reconocida en el artículo 130 de la 
Constitución federal.283 Sin embargo, no se trata de con-
ceptos unívocos, aunque mucho nos ayudaría que esto 
fuera una realidad.

De la libertad, se dice que es la posibilidad de hacer 
lo que se quiere, afirmación muy atractiva, pero envuel-
ve riesgos graves para las personas. Por ejemplo, un “Sí” 

283		  Para fijar el enfoque de cómo entiendo la laicidad, coincido 
con Roberto J. Blancarte, quien manifiesta que “...la laicidad no pue-
de darse por sentada, ni mucho menos como algo acabado; la laici-
dad es un proceso en continuo movimiento, que enfrenta cada día 
nuevos retos y tiene que encontrar respuestas adecuadas para todos, 
mirando el interés público” (Blancarte, Roberto, “El Estado laico 
y los debates sociales en la actualidad”, Conciencia Latinoamerica-
na, edición virtual, vol. 1, núm. 1, marzo de 2009, p. 4, disponible en: 
https://redcatolicas.org/wp-content/uploads/2018/02/2009-03-estados-
laicos.pdf). Sobre las razones por las cuales las creencias de tipo 
religioso se entrelazan con intereses individuales en una sociedad, 
el investigador identifica: “...la representación de la identidad na-
cional, las reglas de salud pública, los conflictos posibles entre la ley 
civil, las representaciones morales particulares y la libertad de deci-
sión individual, en el marco del principio de compatibilidad de las 
libertades. Es importante comprender que en muchos de estos de-
bates la laicidad está directamente involucrada por la sencilla razón 
de que la cultura de los pueblos suele estar moldeada por creencias 
religiosas. Por tanto, la discusión sobre muchos temas vitales para la 
gente, en una sociedad plural, requiere de una aproximación laica, 
que respete tanto las posiciones de las y los creyentes, en su enorme 
pluralidad, como la de las y los agnósticos y no creyentes” (p. 4). La 
familia, el matrimonio, la filiación y la adopción son parte de estas 
representaciones vitales, y tienen que ser flexibles lo más que se pue-
da para contener la diversidad de las formas de ver, pensar, sentir y 
qué hay en nuestro país; mantener el modelo ordenado y controlado 
por la Iglesia católica mexicana es incompatible con la obligación 
que tiene el Estado de garantizar esa pluralidad.
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como manifestación de voluntad de una mujer para con-
traer un matrimonio convalida este acto, sin valorar las 
condiciones de esa manifestación, más allá de las tres 
formas de violencia física o moral contenidas en el ar-
tículo 245 del Código Civil de la Ciudad de México. Es 
decir, no es posible argumentar que la mujer, en la situa-
ción que se encontraba en el momento de manifestar su 
voluntad, tenía opciones de manifestarse negativamente.

Cuando se dice que debe haber igualdad entre muje-
res y hombres, se argumenta que no es cierto, pues so-
mos seres “naturalmente distintos”, confundiendo tanto 
los vocablos como el fin ético de este principio. De la 
dignidad, bien a bien no sabemos qué hacer con ella; 
nos cuesta trabajo definirla y no sabemos defenderla ju-
rídicamente. Hay quienes sostienen que no corresponde 
a un sistema normativo establecer qué es y cómo se ga-
rantiza, al tiempo que se especifica que es la capacidad 
de autodeterminación de las personas, lo cual significa-
ría que una persona privada de sus facultades mentales 
o en estado de coma que no puede autodeterminarse, 
carece de dignidad, lo cual es falso; luego entonces, la 
premisa es falsa.

Se reconocen voces doctas en la materia que pun-
tualizan que al hablar de dignidad nos colocamos en un 
espacio que reescribe o reconceptualiza los derechos 
humanos. Algunas subrayan que este concepto plantea 
una oposición entre el individualismo (la persona per se) 
y la humanidad, como un conjunto en el cual estamos 
mujeres y hombres con nuestras diversidades y parti-
cularidades, pero no en lo individual; un conjunto del 
que nadie puede ni debe ser excluido, sólo por el hecho 
de ser parte de la especie humana.284 En este sentido, la 

284		  Véase Dreyer, Emmanuel, “La dignité opposée à la personne”, 
Recueil Dalloz, núm. 39/7336, 1984, pp. 2730-2737; Pech, Thierry, “La 
dignité humaine. Du droit à l’éthique de la relation”, Recueil Le Dalloz, 
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dignidad es el principio fundador de los derechos huma-
nos, tal como se establece en la Declaración Universal.

Este enfoque conceptual de la dignidad implica po-
ner frente a frente la visión tradicional de los derechos 
humanos, esa que refiere la protección del individuo o 
ciudadano, frente a las arbitrariedades del Estado y sus 
agentes, y una más actualizada que reconoce la existen-
cia de la humanidad en tanto especie que puede ser afec-
tada por diversos hechos que lastiman a personas o a 
grupos de personas y, por ende, nos afectan a quienes 
somos parte de esa especie. En otras palabras, señalan 
que hoy se pretende proteger a la mujer o al hombre 
—así en singular—, frente a los procesos de destruc-
ción de su identidad, como pertenecientes a la especie 
humana;285 cualquier ataque que ella o él sufran afecta 
al resto de la humanidad.

En la búsqueda de opiniones científicas válidas en el 
campo jurídico sobre el concepto de “dignidad”, nos en-
contramos con quienes aseguran que esta no es un tema 
ni del Estado ni del derecho, y que atañe a la esfera más 
íntima de las mujeres y de los hombres y se ubica en el 
espacio de la moral. Esta idea puede ser aceptable desde 
una perspectiva kelseniana tradicional; sin embargo, lo 
cierto es que desde 1948, con la aprobación de la Decla-
ración Universal, se detecta que no es sólo un aspecto 
jurídico, sino que es —como ya expuse— la base sobre 
la que se estructura todo el andamiaje de estos derechos 
fundamentales, imprescriptibles, inalienables univer-
sales, interdependientes, indivisibles y progresivos; por 

Hors-série Justices, núm. 20, mayo de 2001, pp. 90-112; Feldman, 
Jean-Philippe, “Faut-il protéger l’homme contre lui-même? La dignité, 
l’individu et la personne humaine”, Droits. Revue Française de Théorie, 
de Philosophie et de Culture Juridiques, núm. 48, 2008, pp. 87-107.

285		  Véase Fedelman, op. cit., p. 89; Edelman, Bernard, La Personne 
en danger, París, PUF, 1999, p. 509.
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tanto, el resto de las normas jurídicas nacionales e inter-
nacionales debe estar supeditado a esta base primaria.286

El concepto ha evolucionado, cierto, pero el texto de 
la Declaración Universal le ha dado un sentido que lo 
coloca en el plano axiológico, como un valor, un princi-
pio que precede a otros como la solidaridad y los jurídi-
camente protegidos como la libertad y la igualdad. En 
este contexto, Luther afirma que la Declaración demues-
tra históricamente el nexo entre dignidad y derecho:

...puede ser considerada la prueba histórica más impor-
tante del nexo entre la dignidad y la razonabilidad. Al 
estar dotado de razón y conciencia, la idea de una “dote” 
natural o cultural del hombre [y la mujer], ligada a un 
deber de solidaridad o fraternidad, resulta inescindible-
mente conectado con la declaración de la dignidad y los 
derechos.287

Si reconocemos esto, la dignidad debe tener una ma-
nifestación, aún en condiciones extremas, a través de 
derechos indiscutibles como la libertad y la igualdad. 
Desde luego, en el marco del derecho internacional de 
los derechos humanos, la libertad se expresa como uno 
de sus principios, vinculados, de manera inalienable, a 
la dignidad de mujeres y hombres. Así, en los princi-
pales instrumentos que definen estos derechos es recu-
rrente la mención a la libertad, ya sea como caracterís-
tica inherente a la naturaleza humana o como elemento 

286		 Baste leer el primer párrafo del preámbulo de esta Declaración: 
“Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 
por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana” 
(las cursivas son propias, para añadir énfasis).

287		 Luther, Jörg, “Razonabilidad y dignidad humana”, trad. de Leo- 
nardo Sánchez-Mesa Martínez, ReDCE, núm. 7, enero-junio de 2007, 
p. 300, disponible en: ttps://www.ugr.es/~redce/REDCE7pdf/13Jorg 
LUTHER.pdf.
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calificado de determinados aspectos de la vida cívica y 
cotidiana de mujeres y hombres.

Así, el artículo 1o. de la Declaración Universal esti-
pula que desde el nacimiento somos libres y que ello se 
expresa, como se establece en los artículos 2o. y 3o. de 
esta Declaración, como un derecho. Este mismo plan-
teamiento se retoma en la Carta de las Naciones Unidas, 
en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y en la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos (Pacto de San José), con los que se argumenta que 
la libertad es principio toral en la construcción de los 
derechos humanos y que tiene aceptación universal.

No obstante, estos instrumentos no ilustran sobre los 
alcances de este concepto, pues pareciera que es tan cla-
ro como llamar al “pan, pan y al vino, vino”. Me parece 
que no es así y que, dada la naturaleza del pensamiento 
jurídico prevaleciente en México, es importante avanzar 
un poco al respecto, sobre todo en estos momentos en 
que los conceptos han sido vaciados de su significado o 
bien, adquieren otros, atendiendo, en ocasiones, a nece-
sidades políticas.

Sabemos que la libertad implica un poder de auto-
determinación sobre nuestras vidas, tal como lo es apli-
cado a los pueblos, que cada vez que emerge este tema 
aparecen argumentos de diversa índole para convencer-
nos de que es un concepto acotado por el deber ser y por 
los derechos de las demás personas. En esta misma lí-
nea, se distingue que el concepto tiene una connotación 
filosófica fundamental que se perfila y afina a través de 
matices éticos y políticos.

Es un concepto que entendemos como un valor, 
como un principio, que vivimos como un preciado dere-
cho defendible de las arbitrariedades externas públicas 
y privadas, y aunque su definición se nos escape, lite-
ralmente se ha derramado tinta y sangre en su defensa. 
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Tal es su importancia en la construcción de la persona 
humana y de sus comunidades.

Para estas reflexiones, me interesa subrayar sólo 
algunos de los componentes de este valor ético y filo-
sófico: el poder, en tanto “posibilidad de” y “capacidad 
para”, así como la elección frente a diversas opciones, 
elemento esencial de la acción de libertad. Ya Ortega y 
Gasset indicaba que la inteligencia de mujeres y hom-
bres se desarrolla por la necesidad de elegir y por su 
capacidad de hacerlo. Son dos elementos que inciden 
en la toma de decisión sobre con quién y cuándo una 
persona decide unirse en matrimonio e integrar una fa-
milia.288

Es cierto que en la formación jurídica se nos ense-
ña que la libertad es una facultad natural que tienen el 
hombre y la mujer de obrar de una manera y no de otra, 
y de no obrar, por lo cual es responsable de sus actos, 
pensamiento que se construye con elementos que se han 
incorporado desde el derecho romano, pero que se refie-
ren a la autonomía; es decir, al poder o capacidad que 
apunté en el párrafo anterior, y a la acción, como re-
sultado de la expresión de la voluntad propia frente a 
las opciones que existen en la convivencia social, una 
capacidad que es igual para todos los hombres y todas 
las mujeres.

Se trata de una igualdad con múltiples enfoques: 
morales, políticos, económicos, sociales de desarrollo o 
jurídicas, pero reconocida como la base fundamental de 
sociedades y gobiernos, de comunidades y regiones, en 
donde prevalecen la libertad y la democracia, ya que es 
“la única garantía de un sistema plenamente participati-

288		  Para entender de manera amplia esta referencia véase Ortega 
y Gasset, José, Meditaciones del Quijote, Madrid, Alianza Editorial, 
1981; y Estudios sobre el amor, Madrid, Alianza Editorial, 1984, am-
bos passim.
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vo, moderno y avanzado, en el que todos los ciudadanos 
y las ciudadanas podamos beneficiarnos de un proyecto 
común de bienestar social y calidad de vida”.289 Igualdad 
que parece ser la excepción en la historia del mundo, 
pero cuyo anhelo se coloca en el mismo plano que los 
principios de libertad y dignidad.290

3. Los principios en la reforma

Desde esta perspectiva de derechos humanos —que 
implica, como hemos visto, una mirada inclusiva, de 
solidaridad y respeto, a la institución del matrimonio 
hasta antes de la reforma de diciembre de 2009, así 
como el modelo prevaleciente en las demás entidades 
federativas— parece claro que los hombres homosexua-
les y las mujeres lesbianas no tenían (ni tienen, en casi 
todo el territorio nacional) opción de contraer nupcias 
con la persona de su elección. No podían (ni pueden) 
elegir entre hacer un compromiso de vida en común le-
galizado o hacerlo sólo en la intimidad. No podían (ni 
pueden) optar por ejercer el derecho de contraer nup-
cias y formar una familia tal como está consagrado en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
sólo podían vivir amancebadas o amancebados, usando 
el concepto decimonónico de la unión sexual continua 
extramatrimonial. En la Ciudad de México se puede ha-
cer a través de la sociedad de convivencia y en Coahui-

289		  Véase la Declaración del V Congreso Regional de Castilla y 
León sobre el valor de la igualdad: “Defendemos Derechos, construi-
mos Igualdad”, Valladolid, 21 y 22 de abril de 2009.

290		  Véase Figueruelo Burrieza, Ángela, “La igualdad compleja en 
el constitucionalismo del siglo XXI. Referencia especial a la no dis-
criminación por razón de sexo”, Boletín Mexicano de Derecho Com-
parado, México, sexagésimo aniversario, número conmemorativo 
1948-2008, 2008.
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la, por medio del Pacto Civil de Solidaridad, eso sólo 
desde 2007.

En el plano simbólico, la Reforma significa la con-
solidación de esa libertad, como el mismo valor que el 
primer matrimonio civil reconocido legal y socialmente; 
o bien, en su momento, el celebrado entre personas de 
diferentes razas o religiones.291 Al tiempo, se concreti-
za la libertad de las mujeres y de los hombres de con-
traer nupcias y de fundar una familia en los términos 
expuestos en el artículo 23 del Pacto de Derechos Civiles 
y Políticos que establece la edad como única limitación 
para esta libertad, en el sentido de que las personas me-
nores de edad requieren una protección especial mien-
tras están en crecimiento y desarrollo. La expresión de 
esta libertad en esa etapa de la vida está acotada por la 
responsabilidad que el padre y la madre tienen frente a 
su educación y crianza. Así, la reforma contiene un ele-
mento que incide de lleno en la cultura nacional, a la vez 
que concretiza y hace posible el ejercicio de libertades 
a determinadas personas que han sido históricamente 
excluidas, como son los homosexuales y las lesbianas.

Sin esa posibilidad de elegir y optar, sin la libertad 
para tomar una decisión que, según los instrumentos de 
derechos humanos es válida para todas las personas, sin 
importar sus características individuales vale la pena 
preguntar a la conciencia colectiva, apelando a la res-
ponsabilidad y solidaridad frente a la dignidad humana 
que compartimos: ¿Cómo definimos la naturaleza hu-
mana de homosexuales y lesbianas? ¿Cuál es la razón 

291		  En México, es un ejemplo el reconocimiento de que las per-
sonas indígenas podían válidamente unirse en matrimonio, no sólo 
amancebarse, como se señalaba cuando el derecho canónico colo-
nial era vigente en el país; Estados Unidos es un ejemplo en la elimi-
nación de la prohibición de los matrimonios interraciales que se hizo 
en 1967.
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válida para justificar que se les prive parte de su digni-
dad al negarles la opción de decidir sobre sus vidas, su 
sexualidad y las relaciones estables reconocidas por el 
Estado y la sociedad? ¿Qué calidad humana se les está 
desconociendo para aseverar que su unión es un aten-
tado contra las familias mexicanas y sus valores? Difícil 
responder si se toma en cuenta que estas exclusiones 
no sólo son un acto de discriminación, sino un acto que 
desconoce su dignidad humana.

Esta reflexión nos lleva también a preguntar ¿qué 
marca a las personas con una preferencia o identidad 
sexual distinta de la heterosexual que justifique su ex-
clusión de derechos y libertades universales de manera 
racional; esa que es el origen de la dignidad? Desde mi 
punto de vista: nada, porque la diversidad no invalida 
los principios de igualdad y no discriminación. Prin-
cipios incorporados en la Constitución federal no sólo 
como la igualdad jurídica entre mujeres y hombres (ar-
tículo 4o.), sino en concreto en el artículo 1o., al prohi-
bir toda discriminación

...motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Es un artículo con el que la reforma es “...jurídica-
mente consistente puesto que ensancha libertades que 
traen aparejado el beneficio de crear una cultura de res-
peto y tolerancia, acordes con el claro concepto de la 
dignidad humana”,292 según los considerandos de la Ini-

292		  Gaceta Parlamentaria de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, 2a. ed., núm. 8, año 1, 21 de diciembre de 2009.



LAS RELACIONES FAMILIARES EN EL DERECHO 465

ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman 
y adicionan diversas disposiciones del Código Civil para 
el Distrito Federal y del Código de Procedimientos Civi-
les para el Distrito Federal, presentada el 24 de noviem-
bre de 2009 por el diputado David Razú Aznar, entonces 
presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la 
Asamblea Legislativa del D. F.293

En una revisión detenida de esta exposición de mo-
tivos se puede observar que no se profundizó en los ele-
mentos que justifican y sostienen una modificación de 
esta naturaleza. Pareciera que las y los introductores 
de la iniciativa no tenían conocimiento de la importan-
cia del paso que se dio en la capital del país y en todo el 
territorio tanto por los efectos que estos matrimonios 
y adopciones tendrían en toda la República, como por 

293		  Muchos de los fundamentos de esta exposición que califican 
de derecho internacional no son tales; por ejemplo, los Principios de 
Yogyakarta que “se ocupan de una amplia gama de normas de dere- 
chos humanos y de su aplicación a las cuestiones relativas a la orien-
tación sexual y la identidad de género. Los Principios afirman la obli-
gación primordial que cabe a los Estados en cuanto a la implementa-
ción de los derechos humanos”. Se trata de un documento redactado 
por especialistas internacionales, no por un organismo multilateral 
de los que México forma parte (la ONU o la Organización de los 
Estados Americanos, OEA). La Resolución de la Asamblea General 
de la OEA, AG/RES.2504 (XXXIX-O/09) sobre Derechos Humanos, 
Orientación Sexual e Identidad de Género, aprobada el 4 de junio de 
2009, no está relacionada con los derechos humanos en los que se 
basa la Reforma, sino con un llamado a los Estados Americanos a 
erradicar la violencia que se ejerce contra las personas por su orien-
tación sexual o por su identidad de género. Es cierto que a partir de 
una serie de propuestas hechas en la Asamblea General de Naciones 
Unidas por países latinoamericanos y europeos, en este organismo 
se trabaja para eliminar la discriminación por preferencia sexual e 
identidad de género, pero no existe una declaración como tal. Lo 
cierto es que existe una tendencia clara del reconocimiento de los 
derechos humanos de todas las personas sin distinción, y que no es 
sino hasta los últimos cinco o seis años, cuando el tema ha logrado 
colocarse en la agenda internacional.
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la apertura de espacios de reflexión a partir de normas 
jurídicas, sobre los principios de dignidad, igualdad y 
libertad.

4. Los principios en la ejecutoria de la SCJN 
en la acción de inconstitucionalidad 2/2010

Hay que aclarar que estos principios fueron pasados 
por alto o malinterpretados —por ignorancia o por vi-
siones estrechas y antidemocráticas— por las instancias 
promotoras de la acción de inconstitucionalidad 2/2010 y 
las controversias constitucionales 13/2010 y 14/2010. En 
la AI 2/2010, la entonces PGR afirmaba que la ratio iure 
del artículo 4o. constitucional es la protección de la fa-
milia y que “el interés del Estado mexicano se centra en 
fortalecer las posibilidades del ser humano y su realiza-
ción plena a través de la familia, sobre bases de igualdad 
operante y legalmente protegida”, aunque no explicaba 
qué significa igualdad operante, cuando su argumento 
estaba dirigido a excluir de un derecho a un grupo de 
personas determinado.

Para definir a la familia, la PGR utilizó en la AI fra-
ses como “la altura y la medida de la persona”, “la fa-
milia se instituye para cumplir un objetivo común”, “la 
familia, concebida como modelo ideal por el Constitu-
yente Permanente, a la conformada por padre, madre 
e hijos”, “una figura de interés público tutelada a la luz 
del deseo y la necesidad social”. Son, entre otras cosas, 
juicios de valor dictados por una ideología contraria a 
los principios constitucionales reseñados.

En esta misma línea, los estados de Baja Califor-
nia y Jalisco, de manera idéntica arguyeron que en Mé-
xico el “modelo familiar y matrimonial heteroparental 
constituye un principio esencialísimo establecido por 
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la Constitución”.294 Esta aseveración fue utilizada para 
pedir la invalidez de la Reforma, reiterando que el “re-
conocimiento jurídico de otros grupos sociales no debe 
menoscabar la relevancia de la familia heteroparental, 
como modelo celular de la sociedad mexicana”.295 En res-
puesta, el gobierno del entonces Distrito Federal destacó 
que el concepto de “familia” es atemporal y no es unívo-
co; de ahí que podamos afirmar que el artículo 4o. cons-
titucional no proclama ni defiende un arquetipo de fami-
lia. Este debate ayuda a entender que el principio de no 
discriminación, aunado a la organización y protección 
de la familia como responsabilidad del Estado, incluye 
los diferentes tipos de estructura familiar que existen y 

294		  Véase SCJN, Controversia Constitucional 13/2010. Actor: Es-
tado de Baja California. Ministro Ponente: Sergio A. Valls Hernán-
dez. México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 23 de enero de 
2012, p. 4; SCJN, Controversia Constitucional 14/2010. Actor: Es-
tado de Jalisco. Ministro Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Mé-
xico, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 23 de enero de 
2012, p. 15. Estos dos documentos reportan que ambas acciones 
fueron sobreseídas por la SCJN, debido a que “no se actualiza una 
afectación a su esfera de atribuciones, que le confiera un interés 
legítimo para promover controversia constitucional” (pp. 57 y 58, 
respectivamente). Sin embargo, en este apartado expongo algunos 
contenidos de las controversias y de las respuestas del Gobierno 
del Distrito Federal y la Asamblea Legislativa que son opuestas a 
los principios de dignidad, igualdad y no discriminación. Esto no 
fue tan evidente del lado de las autoridades capitalinas, ya que de-
finen a la familia, el matrimonio, la adopción y al interés superior 
de la infancia, sin entrar al fondo ético de las diferencias que en-
frentan a las tres entidades federativas. En este sentido, coincido 
con el voto particular del ministro José Fernando Franco González 
Salas en ambos acuerdos, sobre las razones jurídicas que justifica-
ban entrar al estudio de fondo de las controversias de estas entida-
des federativas.

295		  SCJN, Controversia Constitucional 13/2010, p. 9; y SCJN, Con-
troversia Constitucional 14/2010, p. 7.
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han existido en el tiempo en nuestro país, sin exclusión 
ni discriminación. Concretamente, se afirmó que

No existe un concepto de familia, ni un modelo ideal 
de familia, en la Constitución Federal. De la lectura del 
artículo 4o. constitucional, se desprende que la ley pro-
tegerá la organización y el desarrollo de la familia, sin 
que se advierta la regulación de uno solo de sus mode-
los, ni mucho menos el establecimiento de un modelo 
ideal... al no existir un concepto constitucional de fami-
lia, ni un solo modelo ideal de ésta, será entonces la or-
ganización y el desarrollo de todos aquellos “tipos” de 
familia, los que deberán ser protegidos por el legislador 
ordinario.296

Por otro lado, en sus recursos, Baja California y Ja-
lisco incurrieron en severas contradicciones para inten-
tar desvirtuar la Reforma. Declararon que al permitir el 
matrimonio entre personas del mismo sexo en la capital 
del país se “genera un trato discriminatorio basado en 
condiciones de salud, respecto de las parejas de distinto 
sexo que se ubican en las hipótesis mencionadas”,297 por-
que no se les aplican algunos de los impedimentos para 
contraer nupcias, como la impotencia incurable para la 
cópula. Este criterio contiene una consideración discri-
minatoria que se resuelve al ser dispensable, como bien 
responde la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
Debe sumarse la consideración de que, si bien es cier-
to que la fracción VIII del artículo 156 del Código Civil 
para el Distrito Federal es excluyente de cientos de per-
sonas, no puede aplicarse a la Reforma para argumentar 
la violación al principio de igualdad, salvo que se haga 
con muy mala fe o en el marco de esquemas ideológicos 

296		  Controversia Constitucional 13/2010 .
297		 Ibidem, p. 17 y Controversia Constitucional 14/2020,  p. 15.
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discriminantes, obtusos y antidemocráticos. A ello, las 
autoridades de esta capital respondieron que

La fundación de la familia no necesariamente se rela-
ciona con la reproducción, pues, contrario a lo sosteni-
do por el actor, ese aspecto, de ninguna manera, puede 
ser considerado como el principal objetivo del matri-
monio, dado que la familia no se constituye sólo a par-
tir de éste.298

La postura de la entonces PGR en la AI 2/2010 no 
estaba exenta de contradicciones. Para esta instancia, 
el principio de razonabilidad implicaba que los actos 
legislativos deben de ser “proporcionales” a “lo exigido 
por la igualdad y la equidad”, a “lo armónico dentro del 
todo” y a lo “equilibrado entre los extremos”. Para la de-
pendencia, las reformas impugnadas alteran “los princi-
pios, garantías y derechos reconocidos” por la Constitu-
ción federal, porque destruyen lo que este mismo texto 
ha querido amparar y, con ello, se “consagra” la desna-
turalización jurídica de la familia. Sin embargo, estos 
argumentos carecen de la más elemental lógica, ya que 
la vinculación entre los artículos 1o. y 4o. constitucio-
nales es la materialización plena de la igualdad entre las 
personas que hace congruente el matrimonio entre per-
sonas del mismo sexo y la adopción homoparental con 
el derecho a integrar una familia.

A esto, la Corte responde con elementos que forta-
lecen los tres principios que destaco en este análisis: la 
dignidad, la igualdad y la libertad, al subrayar que el 
control de la constitucionalidad de una norma determi-
nada se orienta a verificar si el órgano legislativo limitó 
un derecho o impuso un trato diferenciado o exclusión 
de cierto grupo de personas, bajo exigencias de razona-

298		  Ibidem, pp. 24 y 25.
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bilidad y proporcionalidad, situación que no sucede en 
el caso de la Reforma, al decir de la Corte. Textualmente, 
la resolución 2/2010, en sus párrafos 220 y 222, apunta:

...al tratarse de una ampliación o igualación de dere-
chos y no de su restricción, es relevante, en tanto ins-
cribe el control constitucional en otro tipo de análisis, 
ya no de proporcionalidad, sino, fundamentalmente, de 
razonabilidad, consistente en la verificación sobre si la 
medida legislativa mediante la cual se busca la equipa-
ración u homologación de las relaciones entre personas 
del mismo sexo y las heterosexuales y así proteger unas 
y otras jurídicamente, a través de la institución civil del 
matrimonio, trastocan o no bienes o valores constitucio-
nalmente protegidos, como los que, en el caso, alega el 
accionante... en el caso, no se está ante medidas legis-
lativas de ese tipo, sino, por el contrario, ante un acto 
normativo que amplía o extiende un derecho civil, a fin 
de equiparar plenamente la protección jurídica entre pa-
rejas homosexuales y heterosexuales, amparado, según 
se advierte de la motivación del legislador del Distrito 
Federal, en el respeto al principio de igualdad y la prohi-
bición de no discriminación, concretamente, en su ver-
tiente de orientación sexual.

Más adelante, la Corte desarticula la mezcla extra 
lógica que hace la PGR entre el principio de igualdad, 
el concepto de “familia” y la obligación que tiene el Es-
tado de dictar normas para su organización y protec-
ción, de tal suerte que queda claro que el artículo 4o. 
constitucional no sienta una línea de causa-efecto entre 
estos tres elementos, como lo pretende la procuraduría. 
La Corte coloca a la igualdad en el plano ontológico que 
le corresponde, pues se trata de un principio de dere-
chos humanos —tal como se establece en la Declaración 
Universal—, al citar en su párrafo 233 que la reforma de 
1974:
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...obedeció a la discriminación histórica advertida ha-
cia las mujeres, buscando eliminarla, a fin de lograr la 
igualdad de hombres y mujeres frente a la ley, constitu-
yéndose así un límite material a la actividad legislativa 
y aclarándose que, conforme a los criterios de esta Corte 
en materia de igualdad, no se trata de dar un trato idén-
tico o de prohibir el establecimiento de diferenciacio-
nes, sino de lograr una igualdad real entre hombres y 
mujeres.

Es una igualdad que, en tanto principio, no debe 
tener excepciones, porque es el vínculo que sostiene el 
concepto de “dignidad de los seres humanos”, pero tam-
bién se sostienen por él, marco social y antropológico 
en el cual la diversidad es la regla, frente a la cual la 
prohibición de toda forma de discriminación es uno de 
los elementos estructurales de sociedades democráticas 
respetuosas de la libertad y de los derechos humanos.

A mi parecer, este es el argumento clave que nos faci-
lita entender a la Corte, en el sentido de que las personas 
homosexuales y lesbianas, al igual que las heterosexua-
les, tienen derecho a establecer relaciones afectivas li-
bres y voluntarias. Es parte de una evolución paulatina 
del reconocimiento que internacionalmente se ha hecho 
de los derechos humanos de estas personas en las últi-
mas décadas.

Este momento ha tenido que esperar la evolución de 
las conciencias e ideologías en la sociedad, al igual que 
había sucedido con otras minorías raciales, religiosas, 
étnicas, nacionales y un largo etcétera que engloba el re-
conocimiento de la igualdad entre mujeres y hombres y 
las múltiples formas de discriminación a todas aquellas 
personas que no han sido idénticas al prototipo del ser 
humano en comunidades y momentos históricos deter-
minados. Son reflexiones que siguen los criterios esta-
blecidos por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
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manos (CIDH),299 respecto a la relación entre igualdad y 
dignidad y derechos humanos:

Los derechos humanos deben ser respetados y garan-
tizados por todos los Estados. Es incuestionable el he-
cho de que toda persona tiene atributos inherentes a su 
dignidad humana e inviolables, que le hacen titular de 
derechos fundamentales que no se le pueden descono-
cer y que, en consecuencia, son superiores al poder del 
Estado, sea cual sea su organización política.300

Asimismo, la CIDH ha expuesto que:

La noción de igualdad se desprende directamente de 
la unidad de naturaleza del género humano y es inse-
parable de la dignidad esencial de la persona... no es 
admisible crear diferencias de tratamiento entre seres 
humanos que no se correspondan con su única e idén-
tica naturaleza.301

Si bien para la CIDH no toda distinción hecha por 
un ordenamiento jurídico es discriminatoria per se 
—porque “no toda distinción de trato puede considerar-
se ofensiva... de la dignidad humana... solo es discrimi-
natoria una distinción cuando «carece de justificación 
objetiva y razonable»”—,302 cabe la pregunta: ¿cuál es la 

299		  Véase CIDH, Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 
1984. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa 
Rica relacionada con la naturalización. Solicitada por el Gobierno de 
Costa Rica; CIDH, Opinión Consultiva OC-18/03 del 17 de septiem-
bre de 2003, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos. Condición 
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Ambas OC se 
refieren a los derechos humanos, frente a los cuales, por razones di-
versas, grupos de persona son excluidos. De ahí su pertinencia para 
este caso.

300		  CIDH, OC-18/03, párrafo 73, p. 100.
301		  CIDH, OC-4/84, párrafo 55, p. 16.
302		  Ibidem, párrafo 56, p. 16.
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justificación objetiva y razonable de la exclusión históri-
ca que las personas homosexuales y lesbianas han pade-
cido en nuestro país y en otras latitudes de su derecho a 
unirse en matrimonio y formar una familia de manera 
libre, responsable e informada?

La ejecutoria de la SCJN permite responder que no 
existe, justo, porque este es el mismo sentido del último 
párrafo del artículo 1o. constitucional. Las distinciones 
son discriminatorias cuando atentan contra la dignidad 
humana y tienen por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. Negar o desco-
nocer el derecho de homosexuales y lesbianas a unirse 
libremente en matrimonio y formar una familia atenta 
contra su dignidad, viola derechos y limita libertades, 
si bien los argumentos que justifican su exclusión o tra-
to diferenciado consideran que las preferencias sexuales 
de estas personas son peligrosas a priori para institucio-
nes sociales fundamentales como la familia, el matrimo-
nio y la adopción.

Estas afirmaciones tuvieron validez hace tiempo; sin 
embargo, las normas —sean jurídicas o morales— de 
una cultura determinada no son estáticas; evolucionan 
como lo hace el pensamiento, de tal suerte que las ex-
clusiones que fueron válidas hace décadas por descono-
cimiento, ignorancia, falta de respeto o prepotencia, no 
lo son hoy en día, cuando se han hecho esfuerzos por 
entender la riqueza que encierra la diversidad y el signi-
ficado profundo de la dignidad humana, y por eliminar 
los actos que, por costumbre o por norma, la dañan, así 
como erradicar la discriminación.

Las decisiones de la SCJN en los últimos cinco lus-
tros han sido consistentes en definir a la igualdad como 
uno “de los principios estructurales del orden jurídico, 
lo cual implica que ha de servir como criterio básico 
para la producción normativa y su posterior interpreta-
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ción y aplicación”.303 Es un principio que representa ser 
iguales ante la ley y en la ley, y al que se le ha calificado 
de complejo. La SCJN ha mantenido también el crite-
rio de que la igualdad se entiende en el sentido aristo-
télico; es decir, tratar igual a los iguales y desigual a los 
desiguales. De manera consistente, esto debe ajustarse 
siempre a las disposiciones de la Constitución federal 
en materia de igualdad, dignidad y no discriminación, 
lo cual nos ha permitido avanzar —como en otras socie-
dades contemporáneas— a la comprensión de la diversi-
dad sexual, en un contexto que enmarca la dignidad de 
los seres humanos.

Es un criterio que, en el caso de la ejecutoria AI 
2/2010, se plasma con precisión, mediante el recono-
cimiento de que la naturaleza humana es sumamente 
compleja; contempla una identidad y un proyecto de 
vida sin importar las preferencias sexuales de cada per-
sona que se inscribe en la autodeterminación y en su 
libre desarrollo. Se trata de una interrelación de dere-
chos humanos que se resumen en la consideración de la 
SCJN en este caso:

Así, tratándose de personas homosexuales, de la misma 
forma que ocurre en las personas con orientación sexual 
hacia otras de diferente sexo (heterosexuales), es par-
te de su pleno desarrollo el establecimiento libre y vo-
luntario de relaciones afectivas con personas del mismo 
sexo; relaciones, unas y otras, que, como informan los 
diferentes datos sociológicos, comparten como caracte-
rística que constituyen una comunidad de vida a partir 
de lazos afectivos, sexuales y de solidaridad recíproca, 

303		  Amparo en Revisión 823/2010. Ponente: ministra Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. El voto de minoría de los ministros Ser-
gio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, José de 
Jesús Gudiño Pelayo y de la ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, 
en relación con el amparo en revisión 543/2003.
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con una vocación de estabilidad y de permanencia en el 
tiempo.

Dichos argumentos sostienen la Reforma, desde la 
vía del derecho, a formar una familia a través de la pro-
creación o la adopción, así como el derecho a contraer 
libremente matrimonio. Al respecto, me parece innece-
sario entrar al debate de qué se entiende por familia, 
por matrimonio, por adopción o interés superior de la 
infancia, pues estos conceptos o instituciones resultan 
fortalecidos en un marco construido de dignidad, igual-
dad y libertad.

La SCJN tenía que entrar al estudio de estos temas, 
porque son parte de los argumentos expuestos por la 
PGR y los estados de Baja California y Jalisco. Pero lo 
hace a partir de la consideración de que México es un 
Estado democrático de derecho, en el que el respeto a 
la pluralidad es parte de su esencia; por tanto, la pro-
tección que debe dar a la familia “debe cubrir todas sus 
formas y manifestaciones,” con independencia de que 
sea cierto que “el matrimonio, como institución civil, ha 
sido tradicionalmente reconocido como el celebrado en-
tre un hombre y una mujer”, al tiempo de considerarse 
como el “medio legítimo para formar una familia”.

La ejecutoria que recayó a la AI 2/2010 contiene un 
amplio abanico de ejemplos sobre los diversos tipos de 
familias que existen en nuestro país, de la evolución del 
matrimonio y los mecanismos para su disolución, de las 
diversas formas de unión concubinaria y de filiación, in-
cluyendo las derivadas de la adopción monoparental y 
de la reproducción asistida. Es evidente que nada justi-
fica la exclusión de los matrimonios entre personas del 
mismo sexo y las adopciones homoparentales de esta 
variedad; por ende, hacerlo es atentatorio del artículo 
1o. de la Constitución federal.
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Las dificultades para comprender la relación que 
existe entre la dignidad, la igualdad y la libertad con la 
Reforma, se observa en los votos concurrentes y particu-
lares a la acción de inconstitucionalidad que comento, 
como el del ministro Luis María Aguilar Morales, en el 
sentido de que “la validez de la norma se sustenta en la 
libre configuración normativa de las entidades federati-
vas”, desconociendo así la importancia de reafirmación 
de estos tres principios. Lo mismo sucede con los argu-
mentos del ministro Aguirre Anguiano.

En el caso del voto del ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, debo destacar los riesgos que implica hablar de 
pruebas científicas que demuestren que la adopción ho-
moparental daña a niños y niñas. Una opinión tan gene-
ral es, en sí misma, discriminatoria, pero su desacuerdo 
es más de método que de fondo. Considero importante 
dejar claro que se ha demostrado que numerosos niños 
y niñas a lo largo y ancho del país adoptados en el seno 
de familias heteroparentales, fueron víctimas de daños 
irreparables, ocasionados por los padres y madres adop-
tivos. Igual sucede con padres y madres biológicos, pero 
eso no significa que la adopción heteroparental o las re-
laciones paterno y materno filiales son dañinas, per se, 
para niños y niñas. Justo, la Reforma nos permite estu-
diar de manera más cercana cada caso concreto y dar un 
seguimiento cuidadoso a las adopciones homoparenta-
les que se aprueben.

5. La situación actual

No cabe duda de que la Reforma abrió un espacio de 
discusión y reflexión sobre los llamados “valores de la 
familia mexicana”; tampoco hay duda de que en la rede-
finición del matrimonio y de la adopción para ampliar 
sus fronteras, así como el reconocimiento de que homo-
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sexuales y lesbianas tienen los mismos derechos que las 
personas heterosexuales para casarse y adoptar, divide 
la opinión de nuestro país, incluso en la capital.

La ejecutoria de la SCJN recaída en la AI 2/2010 ayu-
da a entender que no hay razones lógicas, éticas ni jurí-
dicas que respalden los argumentos homófobos, como 
los mencionados al inicio de este capítulo; que las insti-
tuciones que estructuran a las familias en nuestro país 
son versátiles, multiformes, complejas y evolucionan 
como lo hace todo en las sociedades y en las relaciones 
humanas.

Esta ejecutoria pone en la mesa de discusión las for-
mas sutiles de discriminación que todavía existen en 
México, cuyo origen parece estar arraigado en atavis-
mos culturales y miedos a la diferencia, a pesar de los 
discursos en favor de la democracia. Es una discusión 
que nos obligará a replantear el binomio igualdad/no 
discriminación, a partir de la responsabilidad individual 
y colectiva sobre todos y cada uno de los actos de discri-
minación que atentan contra la dignidad y la libertad de 
personas, sólo por características personales que no son 
respetadas por una mayoría intolerante.

Es de aplaudir la opinión de la mayoría de la SCJN 
que concluyó que la Reforma es constitucional, por es-
tar enmarcada en estos tres principios: dignidad, igual-
dad y no discriminación, mismos que deben prevalecer 
para cualquier otra institución de nuestro sistema social 
y político, que es de esperar que siga evolucionando en 
este sentido. En todo caso, hoy se reconoce legalmente 
el matrimonio entre personas del mismo sexo en todo el 
país, ya sea por acción legislativa estatal o por mandato 
de la SCJN, que en la Tesis 43/2015 de la Primera Sala, 
determinó que “Considerar que la finalidad del matri-
monio es la procreación constituye una medida no idó-
nea para cumplir con la única finalidad constitucional 
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a la que puede obedecer la medida: la protección de la 
familia como realidad social”.304

Otro ejemplo es el Amparo en Revisión 735/2014305 
que, para mí, parte de tres actos reclamados: la expedi-
ción del decreto 142 del 3 de agosto de 2013, por el que 
se reformó el artículo 147 constitucional en Colima; la 
expedición del decreto 155 del 10 de agosto de ese mis-
mo año, por el que se reformaron una serie de artículo 
del Código Civil y del Código de Procedimientos Civiles 
de esa entidad, y la omisión legislativa de reformar el 
artículo 391 del Código Civil de la misma entidad fede-
rativa.

Los dos primeros actos reclamados, siempre desde 
mi punto de vista, no son en sí discriminatorios, ya que 
existe un criterio razonable por el que se guió el legisla-
dor colimense. Ambos son idénticos en derechos y obli-
gaciones para los cónyuges, sean heterosexuales —por 
tanto, unidos en matrimonio— o una pareja del mismo 
sexo en enlace conyugal. La única exclusión que enfren-
ta esta última, es que no está contemplada como posible 
adoptante. En esa omisión legislativa, contenida en el 

304		  Tesis de Jurisprudencia 1a./J. 43/2015 (10a.). Matrimonio. La 
ley de cualquier entidad federativa que, por un lado, considere 
que la finalidad de aquél es la procreación y/o que lo defina 
como el que se celebra entre un hombre y una mujer, es incons-
titucional. Primera sala, 19 de junio de 2015. Amparo en revisión 
152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro votos de los minis-
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Re-
bolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García 
Sarubbi.

305		  Amparo en Revisión 735/2014. Quejoso: [dato protegido]. Mi-
nistro ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Acuerdo de la Prime-
ra Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente 
al 18 de marzo de 2015.
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tercer acto reclamado, está una discriminación que, de 
acuerdo con el ministro Cossío en su voto concurrente, 
la única que genera una oportunidad continuada para 
su impugnación es la violación por discriminación, por-
que está

…basada en las categorías establecidas en el último pá-
rrafo del artículo 1o. constitucional, por la condición 
particularmente discriminatoria que provoca la exclu-
sión de un grupo social de ciertos contextos normativos 
específicos y que no requiere, pero tampoco se agota con 
un acto concreto de aplicación.306

En otras palabras, la violación a los derechos huma-
nos no se resuelve sólo con señalar que las reformas a 
la constitución y a los ordenamientos civil y procesal 
civil colimenses son discriminatorias, porque excluyen 
a las parejas homosexuales del matrimonio, basándo-
se en prejuicios que históricamente han existido contra 
ellos. El razonamiento desarrollado por la Primera Sala 
de nuestro más alto tribunal parece lógico; sobre todo, 
con el símil que hace de las escuelas separadas para la 
población blanca y la población negra en Estados Uni-
dos, aunque no forme parte de nuestra historia.

En todo caso, la segregación racial es violatoria de 
los principios de igualdad y no discriminación, dado que 
se genera, como fijó la Corte Suprema de Estados Uni-
dos, un sentimiento de inferioridad, no sólo por la sepa-
ración, sino por el contexto en que están unas escuelas 
y otras, los recursos que se otorgan a unas y a otras, la 
calidad de la enseñanza que se ofrece en unas y otras. Es 
decir, todo el contexto es excluyente, es discriminatorio, 

306		 Voto Concurrente que formula el ministro José Ramón Cos-
sío Díaz en el Amparo en Revisión 735/2014. Punto resolutivo: 
18/03/2015 1. Se revoca la sentencia recurrida. 2. Ampara.
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no sólo el hecho de separar por razas a los estudiantes. 
Lo mismo sucedía con la unión entre personas indíge-
nas y personas criollas. Se llamaba amancebamiento y, 
por ello, su descendencia era considerada bastarda, sin 
los derechos de la descendencia llamada legítima.

En el caso del concepto relaciones conyugales, el le-
gislador colimense sólo se equivocó por omisión, pues la 
reforma del ordenamiento civil es casi integral y permi-
te que ambas clases de relación tengan los mismos efec-
tos, los mismos derechos y las mismas obligaciones. Per 
se, calificar de distinta la relación afectiva y sexual de 
dos personas heterosexuales de la unión de dos perso-
nas que no lo son, no es más que reconocer lo obvio: en 
esta última no habría madre a quien controlar ni páter 
que controle. Desde esta lógica, la procreación en la pa-
reja de homosexuales o lesbianas, por su propia natura-
leza, no existiría; en ambos casos tendrían que recurrir 
a alguna de las técnicas de procreación asistida o a la 
adopción, si así lo desean.

En este contexto, es fundamental dejar claro que las 
familias deben de ser consideradas iguales, sean hete-
ro, homo, lesbo o monoparentales, con y sin prole, en 
relación conyugal o concubinaria, integradas por una 
o varias generaciones; todas son iguales y deben de ser 
protegidas por la ley en los términos del artículo 4o. 
constitucional. Sin embargo, la “no reforma” a los ar-
tículos 391 y 391 B del Código Civil colimense reserva a 
las parejas heterosexuales el derecho de adoptar, convir-
tiéndolo en un privilegio discriminatorio para las perso-
nas que no responden a los criterios heteronormativos 
tradicionales.

Las razones no explicadas, lo no expresado sobre 
esa omisión son, en sí, las causas de discriminación 
por identidad o preferencia sexual, según la opinión de 
ministras y ministros: es ahí en donde está la categoría 
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analítica relevante, no en la hetero o autoaplicación de 
la norma; no, si se trata de un interés jurídico, subjetivo 
o legítimo del quejoso; si este interés es o no cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante; si la parte valora-
tiva de las leyes genera o no una afectación en sentido 
amplio a determinado grupo de personas, o si se trata o 
no de estigmatización por discriminación. Todos estos 
argumentos serían válidos si se pretendiera impedir o 
prohibir o excluir a una persona o grupo de personas del 
matrimonio por su preferencia sexual, su nacionalidad, 
raza, religión o cualquier otra característica personal en 
los términos del artículo 1o. constitucional. Pero no es 
el caso.

Diferenciar las dos formas de relación conyugal no 
es estigmatizante en sí; sólo cuando una de las dos tiene 
un derecho del cual es excluida la otra. Entonces, cabe 
preguntar por qué. Es importante buscar la raíz cultural 
de esa exclusión, los valores y creencias sociales que de-
jaron su impronta en el acto legislativo, origen del am-
paro, y reconocer que esta omisión legislativa surge de 
una discriminación prohibida por la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.




